
 
 

 

EDICTO EMPLAZATORIO 

LA SECRETARIA DEL JUZGADO DICIESIETE CIVIL 
MUNICIPAL DE BUCARAMANGA 

 

EMPLAZA 

 

A CARLOS HUMBERTO GOMEZ ARENAS, para que se pronuncien a 
través del correo electrónico j17cmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co,  que 
pertenece al Juzgado Diecisiete Civil Municipal de Bucaramanga, a fin de 
notificarse del auto de                   admisión de tutela de fecha ocho (8) de mayo de 
dos mil veintitrés (2023) 

 
Auto proferido dentro de la acción de TUTELA de primera instancia 

promovida por MARIA OLGA SUAREZ CASTILLO, contra AYUDA 

PROFESIONAL LIMITADA, y vinculados MINISTERIO DE SALUD, 

MINISTERIO DE TRABAJO, ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 

SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, EPS 

FAMISANAR S.A.S., SAN DIEGO SERVICIOS DE SALUD S.A.S., y CARLOS 

HUMBERTO GOMEZ ARENAS radicado No.                          

680014003017202300268-00. 

 
Con el objeto de lograr su notificación, se fija el presente Edicto 

Emplazatorio hoy nueve (9) de mayo del 2023, siendo las 8:00 a.m., hasta 

las 4:00 p.m. del mismo día. Se advierte que, vencido este término sin que 

comparezca el interesado, se le designará curador ad litem de la lista 

establecida para el efecto, con quien se adelantara el procedimiento. 

 
Actúa como Juez el Dr. FABIAN ANDRES RINCON HERREÑO. 

 

 
 
 

Firmado Por:

Victor Guillermo  Taboada Caro



Secretario

Juzgado Municipal

Civil 017

Bucaramanga - Santander
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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REF: ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE: MARIA OLGA SUAREZ CASTILLO 

 

ACCIONADA: AYUDA PROFESIONAL LTDA 

VINCULADA: CLÍNICA SAN DIEGO SERVICIOS EN SALUD-BUCARAMANGA 

 
 

DERECHO VULNERADO: ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE LA MUJER EMBARAZADA, 

DIGNIDAD HUMANA, MÍNIMO VITAL, A LA SALUD, DERECHO AL TRABAJO 

 

 
MARIA OLGA SUAREZ CASTILLO, persona mayor y vecina del municipio de Bucaramanga, identificada 

con Cédula de Ciudadanía No. 1.098.150.032, actuando en nombre propio, me permito impetrar ante su despacho 

ACCIÓN DE TUTELA, en contra de la sociedad AYUDA PROFESIONAL LTDA identificada con NIT No. 

890.211.721-7; con el objeto de que se me protejan mis DERECHOS FUNDAMENTALES A la 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE LA MUJER EMBARAZADA, DIGNIDAD HUMANA, 

MÍNIMO VITAL, A LA SALUD, DERECHO AL TRABAJO; los cuales han sido vulnerados por la entidad 

accionada, y lo fundamento con base a los siguientes: 

 

HECHOS 

 

PRIMERO: En fecha de 24 de noviembre del año 2021 suscribí un contrato de trabajo de obra o labor con la 

empresa AYUDA PROFESIONAL LTDA, bajo el cargo de auxiliar de servicios generales. 

SEGUNDO: Si bien inicialmente en el contrato figuraba como auxiliar de servicios generales, en realidad me 

desempeñaba como auxiliar de servicios domésticos, para las diferentes casas de familia que contrataban con mi 

empleador AYUDA PROFESIONAL LTDA. 

TERCERO: Dicha labor la desempeñé, íntegramente, de manera personal, atendiendo las instrucciones a mí 

encomendadas, en el cumplimiento de un horario, en los lugares designados por AYUDA PROFESIONAL 

LTDA,  en la ciudad de Floridablanca Santander. 

CUARTO: Devengaba el salario mínimo legal mensual vigente. 

QUINTO: El día 23 de noviembre del año 2022 se me informó por parte de recursos humanos que, ya se había 

cumplido un año desde la suscripción de contrato de trabajo con AYUDA PROFESIONAL LTDA, y por tanto 

debía tomar vacaciones, y que me reintegraría a principios del mes de diciembre. 

SEXTO: El día 30 de noviembre del año 2022, me fueron practicados los exámenes correspondientes a la 

evaluación médica ocupacional, de los que no se me entregaron los resultados. 



SÉPTIMO: Sin embargo, tan pronto la empresa tuvo conocimiento del resultado de los exámenes de ingreso, 

esto es el 03 de diciembre de 2022, obrando de muy mala fe, me notificó de manera verbal que mi contrato había 

finalizado, es decir fui despedida. 

OCTAVO: El día 03 del mes diciembre del año 2022 se me hace firmar una constancia, con una fecha de 30 de 

noviembre del año 2022, en la que expresa “… Que la señora MARIA OLGA SUAREZ CASTILLO, identificada 

con cédula de ciudadanía No.1098150032 de Concepción, trabajó con un contrato a término de la obra o labor 

contratada, desde el 24 de noviembre de 2021 hasta 23 de noviembre de 2022, como empleada en misión al 

servicio de CARLOS HUMBERTO GOMEZ ARENAS, desempeñando el cargo de SERVICIO DOMESTICO 

SEGÚN NECESIDADES DEL SERVICIO, devengando un salario mensual de $1.000.000. Este contrato se da 

por terminado por causa de la terminación de la obra o labor contratada…”, se me hizo firmar tal carta como 

condición de pago de mi liquidación de prestaciones sociales. 

 

 
NOVENO: 13 de diciembre del año 2022 me fue practicada una prueba de embarazo cuyo resultado fue 

POSITIVO, y hasta ese día tenía dos meses de embarazo. 

DECIMO: Si bien yo no tenía conocimiento de mi estado de gravites, lo cierto es que la empresa AYUDA 

PROFESIONAL LTDA tuvo de antemano, los resultados de los exámenes correspondientes a la evaluación 

médica ocupacional que me fueron practicados como requisito de reingreso a mis labores, en los que 

innegablemente tuvo que reflejarse mi estado gestante. 

DÉCIMO PRIMERO: No es cierto que la obra o labor para la cual fui contratada haya sido terminada, como 

quiera que todavía hasta el momento de mi despido, el contrato entre AYUDA PROFESIONAL LTDA y 

CARLOS HUMBERTO GOMEZ ARENAS, seguía vigente. 

DÉCIMO SEGUNDO: El único motivo por el cual fui despedida, es mi estado de embarazo. 

 

DÉCIMO TERCERO: AYUDA PROFESIONAL LTDA viene vulnerando abruptamente mis derechos 

constitucionales a ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE LA MUJER EMBARAZADA, DIGNIDAD 

HUMANA, MÍNIMO VITAL, A LA SALUD, AL TRABAJO. 

 

DÉCIMO CUARTO: Soy una mujer embarazada que ha quedado desempleada, sin garantías laborales, con 

obligaciones, facturas de servicios y demás deudas por pagar 

DECIMO QUINTO: Actualmente sigo vinculada con Famisanar EPS, toda vez que me encuentro afiliada a la 

bolsa de empleo de Comfenalco, sin embargo, tal beneficio se termina en el mes de agosto y entonces, quedaría 

yo sin atención médica. 

 

 
 

DERECHOS CUYA PROTECCIÓN SE DEMANDA 

 

En base a los hechos y en concordancia con la Constitución y la Ley, solicito protección al derecho fundamental de 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE LA MUJER EMBARAZADA, DIGNIDAD 

HUMANA, MÍNIMO VITAL, A LA SALUD, AL TRABAJO vulnerados por la accionada. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta acción en los artículos 1, 11,13, 25 de la constitución política, 

 
Sentencia 075 2018 



La Jurisprudencia enseña diferentes escenarios, en los que se garantiza el trabajo a la mujer gestante, 

 

Cuadro No. 1 – Situaciones en las cuales las consecuencias jurídicas dependen del conocimiento del empleador 

 

 

Modalidad 
Conocimiento del empleador 
sobre el estado de embarazo 

 
Falta de conocimiento del empleador sobre el 
estado de embarazo 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Contrato a término 

indefinido 

 
 
 
 
 
 
 
 

1. ProtecciÃ³n integral. Se debe 

ordenar el reintegro y el pago de 

las erogaciones dejadas de percibir 
en los términos del artículo 239 

del C.S.T. 
 
 
 
 
 
 
 

 
1. Si la desvinculación ocurre 

antes del vencimiento del plazo 

pactado y el empleador no 

acudió al inspector del trabajo, 

tiene lugar una protección 

integral. Se debe ordenar el 

reintegro y el pago de las 

erogaciones dejadas de percibir 

en los términos del artículo 239 

del C.S.T. 

1. Si el empleador adujo justa causa, tiene lugaruna 
protecciÃ³n dÃ©bil194. Se debe ordenar el pago de las 

cotizaciones durante el periodo de gestaciÃ³n. No 

obstante, si el embarazo ya culminÃ³, como medida 

sustitutiva el empleadordeberá cancelar la totalidad 

de la licencia de maternidad. 

2. Si el empleador no adujo justa causa, tiene lugar, 

como mínimo, una protecciÃ³n intermedia. Se debe 
ordenar el pago de las cotizaciones durante el periodo 

de gestaciÃ³n. Noobstante, si el embarazo ya culminÃ³, 

como medida sustitutiva el empleador deberá 
¡cancelar la totalidad de la licencia de maternidad. 

El reintegro solo procederá ¡cuando se demuestre 

que las causas del contrato laboral no 

desaparecen. Si no resulta posible el reintegro, 

debe ordenarse el pago de los salarios y 

prestaciones dejadas de percibir. 

 
 
 

1. Si la desvinculación ocurre antes del vencimiento 

del contrato y no se adujo justa causa, tiene lugar una 

protecciÃ³n intermedia. Sedebe ordenar, como 

mínimo, el pago de las cotizaciones durante el periodo 
de gestación. No obstante, el reintegro sÃ³lo procederá 

cuando sedemuestre que las causas del contrato 

laboral no desaparecen. Si no resulta posible el 

reintegro, puede ordenar el pago de indemnizaciones 
por despido sin justa causa. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
Contrato a término fijo 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

2. Si la desvinculaciÃ³n ocurre 

una vez vencido el contrato y se 

alega como justa causa dicha 
circunstancia, debe acudirse al 

inspector del trabajo. En este 

caso, tiene lugar una protecciÃ³n 

intermedia195. 

2. Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes del vencimiento 

del contrato y se alega una justa causa distinta al 

cumplimiento del plazo pactado,tiene lugar una 
protecciÃ³n hábil. Se debe ordenar el pago de las 

cotizaciones durante el periodo de gestaciÃ³n. No 

obstante, si el embarazo ya culminÃ³, como medida 

sustitutiva el empleador deberá cancelar la totalidad 
de la licencia de maternidad. 

 
 
 
 
 
 

3. Si la desvinculaciÃ³n ocurre una vez vencido el 

contrato y se alega como justa causa dicha 
circunstancia, tiene lugar una protecciÃ³n intermedia. 

Se debe ordenar, como mínimo, el 
  pago de las cotizaciones durante el periodo de  
Sentencia 075 de 2018 Corte 

Constitucional 

37 gestaciÃ³n. No obstante, si el embarazoEyVaA - Gestor Normativo 

culminÃ³, como medida sustitutiva el empleador 

deberá ¡cancelar la totalidad de la licencia de 

maternidad. 
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Conocimiento del empleador 
sobre el estado de embarazo 

 
Falta de conocimiento del empleador sobre el 

estado de embarazo 

 
 

 
 

1. Si la desvinculaciÃ³n ocurre 

antes de la terminaciÃ³n de la obra 

o labor contratada y el empleador 
no acudiÃ³ al inspector del trabajo, 

tiene lugar una protecciÃ³n 

integral. Se debe ordenar el 

reintegro y el pago de las 
erogaciones dejadas de percibir en 

los términos del artículo 239 del 

C.S.T. 

1. Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes de la terminaciÃ³n 

de la obra y no se adujo justa causa, tiene lugar una 

protecciÃ³n intermedia. Sedebe ordenar, como 
mínimo, el pago de las cotizaciones durante el periodo 

de gestaciÃ³n. Noobstante, si el embarazo ya culminÃ³, 

como medida sustitutiva el empleador deberá 

¡cancelar la totalidad de la licencia de maternidad. 

El reintegro sÃ³lo proceder ¡cuando se demuestre 

que las causas del contrato laboral no 

desaparecen. 

 
 
 
 
 

Contrato por obra o labor 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Cargos de libre 

nombramiento y 

remociÃ³n 

 
 
 
 
 
 
 

 
2. Si la desvinculaciÃ³n ocurre 

una vez vencido el contrato y se 

alega como justa causa dicha 

circunstancia, debe acudirse al 

inspector del trabajo. En este 

caso, tiene lugar una protecciÃ³n 

intermedia196. 

 
 
 
 
 
 

 
1. ProtecciÃ³n integral. Se debe 

ordenar el reintegro y el pago de 

las erogaciones dejadas de percibir 

en los términos del artículo 239 
del C.S.T. 

 
2. Â Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes de la 

terminaciÃ³n de la obra y se alega una justa causa 

distinta a la culminaciÃ³n de la labor pactada, tiene 

lugar una protecciÃ³n dÃ©bil197. Se debe ordenar el 

pago de las cotizaciones durante el periodo de 

gestaciÃ³n. No obstante, siel embarazo ya culminÃ³, 

como medida sustitutiva el empleador deberá 

¡cancelar la totalidad de la licencia de maternidad. 

3. Si la desvinculaciÃ³n ocurre una vez culminadala 

obra y se alega dicha circunstancia como justa causa 

tiene lugar una protecciÃ³n intermedia. Se debe 

ordenar, como mínimo, el pago de las cotizaciones 
durante el periodo de gestaciÃ³n. Noobstante, si el 

embarazo ya culminÃ³, como medida sustitutiva el 

empleador deberá ¡cancelar la totalidad de la licencia 

de maternidad. 

El reintegro sÃ³lo proceder ¡cuando se demuestre 

que las causas del contrato laboral no 

desaparecen. 

 
1. ProtecciÃ³n débil. Se debe ordenar el pago 

de las cotizaciones requeridas para el 

reconocimiento de la licencia de maternidad. 

 
 
 

Cuadro No. 2 - Situaciones especiales que no dependen del conocimiento del empleador 

 
 

Cooperativas de trabajo asociado 

 
Se deberán aplicar las reglas previstas para los contratos atérmino 

indemnizo, a término ajo o por obra o labor contratada, según el 

caso. 

 

Empresas de servicios temporales 
Se deberán aplicar las reglas previstas para los contratos a 

término ajo o por obra o labor contratada, según el caso. 

 
Contrato de prestaciÃ³n de servicios 

(cuando encubre relaciÃ³n laboral) 
Se deberán aplicar las reglas previstas para los contratos atérmino 

ajo. 

 
 

 

3. Naturaleza y nulidad de la licencia de maternidad. ReiteraciÃ³n de jurisprudencia198 

Modalidad 
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53. Como fue expuesto anteriormente, el artículo 43 de la ConstituciÃ³n Política dispone que durante el embarazo y después del parto la mujer gozará ¡de especial 

asistencia y protecciÃ³n del Estado. Esta protecciÃ³n especial a la maternidad se materializa en una serie de medidas de orden legal y reglamentario dentro de las 

que se destacan los descansos remunerados en Épocas del parto199. 

 
 

54. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el descanso remunerado que se otorga a la mujer en la Época posterior al parto realiza, entre otros, los 

principios constitucionales de igualdad y solidaridad, el amparo a la familia como instituciÃ³n básica de la sociedad, y los derechos de la madre y del recién nacido 

a la vida digna y al mínimo vital200. 

 
 

La licencia de maternidad es, entonces, una medida de protecciÃ³n a favor de la madre del niño recién nacido y de la instituciÃ³n familiar,que 

se hace efectiva, de un lado, a través del reconocimiento de un periodo destinado a la recuperaciÃ³n física de la madre y al cuidado del bebe y, 

de otro, mediante el pago de una prestaciÃ³n econÃ³mica dirigida a reemplazar los ingresos que perciba la madre con el gen de garantizar la 

continuidad en la cobertura de sus necesidades vitales y las del recién nacido201. 

 

 
55. En esa medida, esta prestaciÃ³n cobija no sÃ³lo a personas vinculadas mediante contrato de trabajo sino a todas aquellas madres trabajadoras (dependientes 

e independientes) que, con motivo del nacimiento, interrumpen sus actividades productivas y cesan en la percepciÃ³n de los recursos con los que habitualmente 

atendían sus necesidades vitales, siempre que cumplan con los requisitos establecidos legalmente para su reconocimiento. 

 
 

56. Estos requisitos, según el artículo 1Âº de la Ley 1822 de 2017202 son los siguientes: 

 
 

“Artículo 1Â°. El artículo 236 del CÃ³digo Sustantivo del Trabajo quedar ¡así: 
 
 
 
 

"Artículo 236. Licencia en la Época del parto e incentivos para la adecuada atenciÃ³n y cuidado del recién nacido. 
 
 
 
 

1. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a una licencia de dieciocho (18) semanas en la Época de parto, remunerada con el salario que devengue 

al momento de iniciar su licencia. 

 
 

2. Si se tratare de un salario que no sea ajo como en el caso del trabajo a destajo o por tarea, se tomar ¡en cuenta el salario promedio devengado por la trabajadora 

en el Último auto de servicio, o en todo el tiempo si fuere menor. 

 
 

3. Para los efectos de la licencia de que trata este artículo, la trabajadora debe presentar al empleador un artículo médico, en el cual debe constar: a) El estado de 

embarazo de la trabajadora; b) La indicaciÃ³n del da probable del parto, y c) La indicaciÃ³n del da desde el cual debeempezar la licencia, teniendo en cuenta que, 

por lo menos, ha de iniciarse dos semanas antes del parto”. 

 
 

Por su parte, el parágrafo 2Âº de dicho artículo que el esposo o compañero permanente tendrá¡ derecho a ocho (8) días hábiles de licencia 

remunerada de paternidad. 

 
 

57. Además, el artículo 2.1.13.1 del Decreto 780 del 6 de mayo del 2016203 dispone, en relaciÃ³n con el reconocimiento de la licencia de maternidad, lo siguiente: 

 
 

“Artículo 2.1.13.1. Licencia de maternidad. Para el reconocimiento y pago de la prestaciÃ³n de la licencia de maternidad conforme a las disposiciones laborales 

vigentes se requerirá¡ que la aliada cotizante hubiere efectuado aportes durante los meses que correspondan al periodo de gestación. 
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En los casos en que durante el período de gestaciÃ³n de la afiliada, el empleador o la cotizante independiente no haya realizado el pago oportuno de las cotizaciones, 

habrá¡ lugar al reconocimiento de la licencia de maternidad siempre y cuando, a la fecha del parto se haya pagadola totalidad de las cotizaciones adeudadas con 

los respectivos intereses de mora por el período de gestaciÃ³n. 

 
 
 

En el caso del trabajador independiente las variaciones en el Ingreso Base de CotizaciÃ³n que excedan de cuarenta por ciento (40%) respecto del promedio de los 

doce (12) meses inmediatamente anteriores, no serÃ¡n tomadas en consideraciÃ³n, en la parte que excedan de dicho porcentaje, para efectos de liquidaciÃ³n de la 

licencia de maternidad o paternidad. 

 
 
 
 

58. Asimismo, a través de la Circular Externa 000024 del 19 de julio de 2017, el Ministerio de Salud y ProtecciÃ³n Social reiterÃ³ los requisitos seÃ±alados en la Ley 

1822 de 2017 y el Decreto 780 de 2016 para el reconocimiento de las licencias de maternidad y paternidad204. 

 
 

59. El artículo 24 del Decreto 4023 de 2011 asigna a las EPS el pago de la licencia de maternidad que será realizado por la EPS directamente “a través de 

reconocimiento directo o transferencia electrÃ³nica en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles contados a partir de la autorizaciÃ³n de la prestaciÃ³n econÃ³mica 

por parte de la EPS o EOC”. Para la autorizaciÃ³n y pago de la licencia de maternidad, las EPS deben verificar la cotización al Régimen Contributivo del SGSSS, 

efectuada por la aportante beneficiaria de la misma. 

 
 

Una vez las EPS reconocen y pagan esta prestaciÃ³n econÃ³mica, el Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) retribuye el valor 

correspondiente a través de los recursos administrados por la Administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud (SGSSS) del FOSYGA en el régimen contributivo. 

 
 

A partir de la Ley 1753 de 2015 se creÃ³ la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud- SGSSS (ADRES) 

encargada de Administrar los recursos que hacen parte del FOSYGA. 

 
 

60. Al respecto, el artículo 207 de la Ley 100 de 1993 dispone que el cumplimiento de la obligaciÃ³n de reconocer y pagar la licencia de maternidad será ¡nacido 

por el fondo de solidaridad y garantía y su subcuenta de compensaciÃ³n interna del régimen contributivo205, a través de transferencias distintas a las que se 

realizan por concepto de UPC. El Decreto 4023 de 2011 regula en detalle el modo en que las EPS cobran a las EPS la licencia de maternidad y establece que “las 

licencias de maternidad y/o paternidad que las EPS y las EOC cobran al FOSYGA, así como las correcciones a licencias aprobadas o glosadas se presentaran al FOSYGA 

el Último da hábil de la tercera semana del mes. El FOSYGA efectuara la validaciÃ³n para su reconocimiento dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la fecha 

de presentaciÃ³n”206. 

 
 

La fuente de recursos de esta subcuenta es el monto resultante de la diferencia entre los ingresos por cotizaciÃ³n de sus aliados y el valor reconocido 

a cada EPS de las unidades de pago por capitaciÃ³n, UPC207. 

 
 

61. La anterior regulaciÃ³n permite concluir que cuando se trata de trabajadoras dependientes, para obtener el reconocimiento de la licencia de maternidad, 

aquellas deben presentar ante el empleador un artículo médico, en el cual debe constar: a) el estado de embarazo de la trabajadora; b) la indicaciÃ³n del da probable 

del parto, y c) la indicaciÃ³n del da desde el cual debe empezar la licencia, teniendo en cuenta que, por lo menos, ha de iniciarse dos semanas antes del parto. 
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Por otra parte, cuando se trata de trabajadoras independientes, estas deben efectuar el cobro de esta prestaciÃ³n econÃ³mica directamente 

ante la EPS y el soporte válido para su otorgamiento es el Registro Civil de Nacimiento. Lo anterior se enero al aplicar analÃ³gicamente lo 

preceptuado en el parágrafo segundo del artículo 1Âº de la Ley 1822 de 2017 para la licencia de paternidad, pues ambas prestaciones econÃ³micas 

guardan una estrecha relaciÃ³n respecto de su objetivo y naturaleza208. 

 
 

62. La obligaciÃ³n de reconocimiento y pago de la licencia de maternidad recae en las EPS para lo cual deben constatar que el afiliada haya efectuado los 

correspondientes aportes y, a su vez, esta prestaciÃ³n econÃ³mica se respalda afiliada con los recursos de la subcuenta de compensaciÃ³n interna del régimen 

contributivo del FOSYGA administrados por la ADRES. 

 
 

4. Las reglas establecidas para el cambio de precedente de la Corte Constitucional en materia de tutela. 

 
 

63. El artículo 241 Superior consagra los límites a la competencia de la Corte Constitucional y establece a su cargo la guarda de la integridad y supremacía de la 

ConstituciÃ³n, “sobre la base de la seguridad jurídica, la justicia material, el respeto por el principio democrático y la igualdad de trato jurÃdico”209. Ahora bien, una 

de sus funciones se riere a la unificaciÃ³n de la jurisprudencia en materia de derechos fundamentales, al fungir como revisora de las decisiones de tutela y en el 

ejercicio de sus competencias de control abstracto210. 

 
 
 

64. En este sentido, de conformidad con los artículos 34 del Decreto 2591 de 1991211 y 5Â° del Acuerdo 02 de 2015, le corresponde a la Sala Plena de este 

Tribunal única la jurisprudencia y decidir acerca de los cambios de precedente en materia de tutela212. Tal competencia tiene como objetivo la integralidad en la 

interpretaciÃ³n del texto constitucional, la igualdad de trato jurídico, la seguridad jurídica y la coherencia interna del sistema jurídico. Por lo tanto, aunque los fallos 

de constitucionalidad por sus efectos erga omnes son vinculantes, obligatorios y fuente de derecho213, las Sentencias de tutela, aun cuando tienen efectos inter 

partes, deben observarse en virtud del derecho a la igualdad de los administrados y del principio de seguridad jurÃdica214. 

 
 
 

65. En cuanto al valor de las decisiones de tutela de la Corte Constitucional, este Tribunal ha sostenido que si bien de conformidad con el arte- culo 230 de la Carta 

la jurisprudencia es un “criterio auxiliar” de la actividad judicial (dado que una decisiÃ³n judicial aislada no resulta, por sí misma, fuente directa de derecho para 

otros casos), el precedente judicial es obligatorio y los jueces deben acatarlo ya que cuando se ignoran o contrarían las pautas doctrinales determinadas por esta 

CorporaciÃ³n se viola la ConstituciÃ³n por aplicarla de forma contraria a como el juez deconstitucionalidad ha establecido su alcance y sentido215. 

 
 

No obstante, se admite que, en virtud de la autonomía judicial, los jueces puedan apartarse del precedente, si cumplen los requisitos y la carga 

argumentativa para ello. Asá, los pronunciamientos de las Sentencias de unificaciÃ³n se convierten en precedente judicial de obligatorio 

cumplimiento216 y son la técnica judicial para mantener la coherencia de los sistemas jurÃdicos217. 

 
 

66. Sobre el particular, la Sentencia C-816 de 2011218 estableciÃ³ que la fuerza normativa de las decisiones dictadas por la Corte Constitucional, como Ã³rgano de 

cierre, proviene principalmente: (i) de la obligaciÃ³n de los jueces de la República, en su condiciÃ³n de autoridades públicas, de aplicar el principio constitucional 

de la igualdad frente a la ley y trato indiscriminado a todos los particulares; (ir) de la potestad otorgada constitucionalmente a las altas corporaciones, como 

Ã³rganos de cierre en sus respectivas jurisdicciones y la labor de unificaciÃ³n jurisprudencialen su Ámbito correspondiente de actuaciÃ³n; (mi) del principio de buena 

fe, entendido como conaza legítima en la conducta de las autoridades del Estado; y (id) de la necesidad de seguridad jurídica de los ciudadanos respecto de la 

protecciÃ³n de sus derechos, esto es, la predictibilidad razonable de las decisiones judiciales en la resoluciÃ³n de conflictos219. 

 
 
 

67. Al respecto, esta CorporaciÃ³n ha resaltado desde sus primeros pronunciamientos la importancia de la funciÃ³n indicadora para garantizar la unidad en el 

ordenamiento jurídico y preservar el derecho a la igualdad. Asá, la Sentencia C-104 de 1993220 seÃ±alÃ³ que la inexistencia de mecanismos para consolidar las 

posiciones de las Altas Cortes y de las distintas salas de una misma corporaciÃ³n genera caos, inestabilidad e inseguridad jurídica. Por ello, tal tarea es indispensable 

en un sistema jurídico jerÃ ¡rquico221 con lo cual, esas decisiones al ostentar el carácterde obligatorias realizan la regla de la universalidad222. 

 
 

68. Ahora bien, la Sentencia T-830 de 2012223 expuso con mayor detalle las razones que fundamentan la obligatoriedad del precedente y precisÃ³ tres 

motivos por los cuales el precedente tiene tal característica. Asá, indicÃ³ como primer fundamento para sustentar dicha 
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vinculatoriedad el artículo 230 de la ConstituciÃ³n, ya que al sujetar la actuaciÃ³n judicial al imperio de la ley, ese concepto incluye las Sentencias 

que interpretan la ConstituciÃ³n224. En segundo lugar, seÃ±alÃ³ que el precedente tiene como objeto garantizar la conaza en las decisiones de los 

jueces a la luz de los principios de seguridad jurídica, igualdad, buena fe y conaza legítima que rigen el ordenamiento constitucional225. Finalmente, 

indicÃ³ que el precedente corresponde a la soluciÃ³n más razonable al problema jurídico planteado, por ello deben existir mejores razones al 

momento de apartarse del mismo226. 

 
 

Por otro lado, jurídico respecto a la jurisprudencia de la Corte Constitucional como precedente, se tiene que la falta de reconocimiento del alcance de los fallos 

constitucionales vinculantes se traduce en una contradicciÃ³n ilÃ³gica entre la ley y la ConstituciÃ³n que perturba la ciencia y acacia institucional227. Igualmente, es 

importante resaltar que al tratarse de Sentencias de unificaciÃ³n, basta con que exista un precedente, dado que estas “única el alcance e interpretaciÃ³n de un 

derecho fundamental para casos que tengan un marco fáctico similar y compartan problemas jurídicos y (…) determinan la coherencia de una norma con la 

ConstituciÃ³n PolÃtica”228. 

 
 
 

69. Dentro del escenario expuesto, la Corte ha establecido dos clases de precedente judicial, con fundamento en la autoridad que procede la providencia previa, 

siendo el primero de ellos el precedente horizontal229, compuesto por aquellas Sentencias dictadas por el mismo operador judicial o autoridades de la misma 

jerarquía. La segunda categoría de precedente es el denominado vertical, que se relaciona con los fallos proferidos por las instancias superiores encargadas de única 

jurisprudencia dentro de la respectiva jurisdicciÃ³n. 

 
 

En cuanto al precedente vertical, la Sentencia SU-053 de 2015231 estableciÃ³ que, en la práctica jurídica actual, las instancias de unificaciÃ³n de 

jurisprudencia son ineludibles e indispensables, toda vez que el derecho es dado a los operadores jurídicos a través de normas y reglas jura- dichas 

que no tienen contenidos semánticos de Única interpretaciÃ³n. Por ende, el derecho es altamente susceptible de traer consigo ambigÃ¼edades o 

lagunas que pueden generar diversas interpretaciones o que, derivados de la propia ambigÃ¼edad del lenguaje232. 

 
 

70. Respecto del precedente horizontal de la misma Corte Constitucional, la Sentencia SU-047 de 1999233 estableciÃ³ que, en virtud de sus competencias y bajo 

determinadas circunstancias, la Sala Plena puede apartarse de sus decisiones ya que le corresponde sÃ³lo a ella cambiar el sentido de la línea jurisprudencial 

aplicable al caso bajo estudio. Asá las cosas, este Tribunal es la Única instancia que puede medicar el precedente vinculante que en sus fallos haya adoptado234. En 

tal sentido, la jurisprudencia ha determinado que, para que un cambio de jurisprudencia sea legítimo, se deben aportar las razones que lo rustiquen, lo cual no 

puede sustentarse exclusivamente en que la nueva interpretaciÃ³n es mejor que la anterior, sino que se deben aportar razones de peso para tal cambio, tanto 

sustancialmente como en relaciÃ³n con la igualdad y la seguridad jurídica, lo cual es fundamental para proteger el principio esencial del respeto al precedente235. 

 
 

71. La Sentencia C-516 de 2015236, que a su vez reitera lo establecido en la Sentencia C-898 de 2011237, resumiÃ³ las reglas vigentes sobre la vinculatoriedad del 

precedente que producen las altas cortes, y más jurídico, la Corte Constitucional. Posteriormente, afirmÃ³ que la modificaciÃ³n del propio precedente afecta de tal 

forma la igualdad y la seguridad jurídica que es necesaria la comprobaciÃ³n de circunstancias de carácter extremo y excepcional para fundamentar el cambio. Asá, 

las condiciones que pueden sustentar tal determinaciÃ³n son: 

 
 

(i) La reforma del parámetro normativo constitucional cuya interpretaciÃ³n dio lugar al precedente238. 

 
 

(ii) Las transformaciones en la situaciÃ³n social, política o econÃ³mica que vuelvan inadecuada la interpretaciÃ³n que la jurisprudencia había hecho sobre algún 

asunto239. 

 
 

Un ejemplo de lo anterior se encuentra en el cambio de precedente en relaciÃ³n con los derechos de las parejas del mismo sexo ajado en la Sentencia C-075 de 

2007240 en la cual se dijo que en esas circunstancias era “necesario replantear la jurisprudencia fundamentando cuidadosamente el cambio en principios y reglas 

reformuladas”241. 

 
 
 

(iii) Cuando cierta jurisprudencia resulta contraria a los valores, objetivos, principios y derechos en los que se fundamenta el ordenamiento jura- dicho. Sin embargo, 

en estas circunstancias, “para justiciar un cambio jurisprudencial de esta naturaleza es imperativo que se argumenten razones fundadas en relaciÃ³n con la decisiÃ³n 

que se pretende cambiar y que primen sobre el principio de seguridad jurídica e igualdad que sustentan el principio esencial del respeto del precedente”242. 



Departamento Administrativo de la Función Pública 

Sentencia 075 de 2018 Corte 
Constitucional 

43 EVA - Gestor Normativo 

 

 

 
 

72. Esta CorporaciÃ³n aplicÃ³ el Último de los criterios expuestos en la Sentencia SU-214 de 2016243 en la cual estudiÃ³ distintas acciones de tutela interpuestas 

por parejas del mismo sexo que, en virtud de la protecciÃ³n constitucional dada a la familia en el artículo 42 Superior, buscaban que se reconocieran los efectos de 

las uniones civiles, debidamente celebradas. En esa oportunidad, se declarÃ³ la validez jurídica de uniones a partir del auto 2013, con base en que el cambio de 

precedente es justiciado cuando existan interpretaciones jurisprudenciales que pueden ir en detrimento de derechos fundamentales y principios superiores. De 

esta forma, la justificaciÃ³n para el cambio de precedente, se diopor la necesidad de aplicar efectivamente las prerrogativas que se derivan del derecho a la igualdad 

para las parejas del mismo sexo244. 

 
 

73. Por otra parte, la jurisprudencia constitucional también ha explicado que cuando un juez de inferior jerarquía pretende apartarse de un precedente establecido 

por una alta Corte, (i) debe hacer explícitas las razones por las cuales se abstiene de seguir el precedente aplicable al caso concreto; y (ir) “debe demostrar que la 

interpretaciÃ³n alternativa que se ofrece desarrolla y amplia de mejor manera el contenido de los derechos, principios y valores constitucionales objeto de 

protecciÃ³n”245. 

 
 

74. En vista de todo lo anterior, debe aclararse entonces que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, en atenciÃ³n a los derechos al debido proceso, a la 

igualdad de trato ante la ley y las autoridades judiciales, así como los principios de buena fe y seguridad jurídica no es admisible desconocer el precedente judicial: 

(i) por considerar que el mismo no es fuente de derecho; (ir) por la simple voluntad de negar la fuerza vinculante en un caso concreto; o (mi) por omisiÃ³n 

deliberada”246. Tampoco son admisibles razones de conveniencia institucional, dado que “no solo es un Ánimo de perfectibilidad del precedente el que puede 

sustentar su modificaciÃ³n, sino la existencia de una regla de derecho jurisprudencial que llegue a resultados inadmisibles e insoportables, en términos de garantía 

de los derechos, principios y valores que informan a la ConstituciÃ³n.”247. 

 
 

75. En suma, una de las facultades de la Sala Plena de la Corte Constitucional es el cambio de jurisprudencia vinculante en materia de tutela. Asá, los fallos dictados 

por esta Sala, al única el alcance e interpretaciÃ³n de un derecho fundamental en un caso única, son vinculantes yde obligatorio cumplimiento para futuros casos 

que presenten el mismo problema jurídico. En tal sentido, la observancia del precedente protegeel derecho a la igualdad ante la ley y las autoridades judiciales y el 

principio de seguridad jurídica. 

 
 

De este modo, el fundamento para un cambio de jurisprudencia se restringe a los eventos en los cuales: (i) se haya reformado el parámetro 

normativo constitucional cuya interpretaciÃ³n dio lugar al precedente; (ir) existan transformaciones en la situaciÃ³n social, política o econÃ³mica 

que vuelvan inadecuada la interpretaciÃ³n que la jurisprudencia había hecho sobre determinado asunto; o (mi) cuando cierta jurisprudencia resulta 

contraria a los valores, objetivos, principios y derechos en los que se fundamenta el ordenamiento jurídico. Sin embargo, en estas circunstancias, 

se deben presentar razones fundadas en relaciÃ³n con la decisiÃ³n que se pretende cambiar y que primen sobre el principiode seguridad 

jurídica e igualdad que sustentan el principio esencial del respeto del precedente. 

 
 

5. Las medidas legales y de política pública que desarrollan el subsidio alimentario previsto por el artículo 43 Superior para las mujeres gestantes 

y lactantes. 

 
 

76. El artículo 43 de la ConstituciÃ³n Política establece que la mujer, “(…) [d]durante el embarazo y después del parto gozará ¡de especial asistencia y protecciÃ³n 

del Estado, y recibir ¡de Este subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada.” 

 
 

77. Asá, en desarrollo de este mandato constitucional, el Legislador expidiÃ³ el artículo 166 de la Ley 100 de 1993. Dicha norma jurídica, a su turno, en lo atinente 

al asunto objeto de revisiÃ³n, se compone de dos elementos: 

 
 

(i) AtenciÃ³n materno-infantil en salud. El citado artículo, como se dijo, dispone que el Plan Obligatorio de Salud para las mujeres en estado de embarazo cubrir 

¡los servicios de salud en el control prenatal, la atenciÃ³n del parto, el control del postparto y la atenciÃ³n de las afecciones relacionadas directamente con la 

lactancia. Asá mismo, establece que el Plan Obligatorio de Salud para los menores de un auto cubrir ¡la educaciÃ³n, informaciÃ³n y fomento de la salud, el fomento 

de la lactancia materna, la vigilancia del crecimiento y desarrollo, la prevenciÃ³n dela enfermedad, las inmunizaciones, la atenciÃ³n ambulatoria, hospitalaria y de 

urgencias, incluidos los medicamentos esenciales; y la rehabilitaciÃ³n cuando hubiere lugar. 
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(ii) Subsidio alimentario. De conformidad con la referida disposiciÃ³n, las mujeres en estado de embarazo y las madres de los miaos menores de un auto del régimen 

subsidiado recibirán un subsidio alimentario “en la forma como lo determinen los planes y programas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y con cargo a 

Ã©ste”248. 

 
 

Adicionalmente, se den dicha prestaciÃ³n en los siguientes términos: “[p]ara los efectos de la presente Ley, entiéndase por subsidio alimentario la subvenciÃ³n en 

especie, consistente en alimentos o nutrientes que se entregan a la mujer gestante y a la madre del menor de un auto y que permiten una dieta adecuada”249. 

 
 
 

78. Igualmente, en la Sentencia C-598 de 1998250, la Corte Constitucional estudiÃ³ una demanda de inconstitucionalidad en contra del artículo 166 de la Ley 100 

de 1993. En aquella oportunidad, los demandantes indicaban que la citada norma desconocía el artículo 43 de laConstituciÃ³n Política, toda vez que, a 

su juicio, la citada disposiciÃ³n restringa el acceso al subsidio alimentario allá previsto a las mujeres gestantes que estuvieran afiliada al Régimen Subsidiado. 

 
 

No obstante, aducían que, de acuerdo con el tenor literal de la norma Superior, la subvenciÃ³n alimentaria deba venenciar tanto a las mujeres 

desempleadas como a las desamparadas, ya que el enunciado normativo estaba planteado en forma disyuntiva251. Por ende, la demanda 

estimaba que la ley no podrá imponer como requisito que las mujeres embarazadas pertenecieran al Régimen Subsidiado en salud. 

 
 

79. Pese a lo anterior, esta CorporaciÃ³n considerÃ³ que no le asista razÃ³n a los actores, en la medida en que la condiciÃ³n de desempleo no bastaba, por sí sola, 

para acceder al subsidio alimentario previsto en el artículo 43 de la Carta. De este modo, a partir de una interpretaciÃ³n sistemática del contenido normativo 

acusado fundamentada en el mandato de igualdad y en la vigencia de un orden justo, la Corte entendiÃ³ que, además de la situaciÃ³n de desempleo, la mujer 

gestante debe acreditar su condiciÃ³n de debilidad manifestó (es decir, que no cuenta con apoyo econÃ³mico familiar o de otra Índole para su sustento y el del 

hijo por nacer) para acceder al subsidio alimentario previsto por la ConstituciÃ³n252. Al respecto, explicÃ³ este Tribunal: 

 
 

“[E]l reconocimiento del subsidio referido en los términos en que lo estiman los demandantes, en un Estado en donde los recursos públicosson escasos, no 

conducirá a la nulidad constitucional de realizar un orden social justo, sin que la Corte estime que sea necesario entrar en más explicaciones sobre el punto. Asá las 

cosas, se impone el que además de no tener una vinculaciÃ³n laboral que la haga acceder a las prestaciones especiales en caso de maternidad previstas por las leyes 

del trabajo, la mujer está© en circunstancias que impliquen la imposibilidad de obtener por sí misma o del padre del miao que espera o que ha nacido, o de su 

familia, o de un tercero, el apoyo que requiere durante el embarazo y el postparto”253. 

 

 
80. No obstante, en la Sentencia C-598 de 1998 la Corte Constitucional también precisÃ³ que la interpretaciÃ³n correcta del artículo 166 de la Ley 100 de 1993 

impide restringir el subsidio alimentario a aquellas mujeres gestantes que se encuentren afiliada al régimen subsidiado. De este modo, la subvenciÃ³n debe 

extenderse a las mujeres desempleadas que se encuentren igualmente en condiciones de debilidad manifiesta254. 

 
 

Asá mismo, aclarÃ³ que el acceso al subsidio alimentario consagrado en el artículo 43 Superior para las mujeres gestantes y lactantes puede revestir 

el carácter de derecho fundamental y, en caso de ser negado, puede reclamarse a través de la acciÃ³n de tutela. 

 
 

81. Ahora bien, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) ha determinado que el subsidio alimentario previsto en el artículo 43 Superior se materialice 

a través de la Modalidad Familiar de los Hogares Comunitarios de Bienestar. En este sentido, en sede de revisiÃ³n la entidad informÃ³ a la Corte que estos servicios 

contemplan la entrega de un paquete alimentario mensual para su preparaciÃ³n y consumo encasa y de refrigerios semanales cuyo contenido se fundamenta en 

las orientaciones técnicas de la DirecciÃ³n de NutriciÃ³n del ICBF. 

 
 

Sobre este particular, es menester destacar que este subsidio alimentario tiene un alcance nacional, pues cuenta con cobertura en todos los 

departamentos del país. Asá mismo, el ICBF informÃ³ a esta CorporaciÃ³n que en el auto 2016 se venenciaron 777.612 usuarios, dentro de los 

cuales se encuentran 69.927 mujeres gestantes y lactantes. De este modo, el total de inversiÃ³n destinado a aquellas fue de $125.981.925.290. 
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82. Por otra parte, es pertinente resaltar que la Ley 1636 de 2013 creÃ³ el mecanismo de protecciÃ³n al cesante, el cual tiene como nulidad garantizar que las 

personas que pierdan su empleo conserven el acceso a los servicios de salud y al sistema pensional, así como el subsidio familiar y la posibilidad de recibir servicios 

de intermediaciÃ³n y capacitaciÃ³n laboral. 

 
 

Mediante esta normativa, las personas desempleadas pueden acceder al pago de aportes al Sistema de Salud y Pensiones calculados sobre la 

base de un salario mÃnimo255. Igualmente, de conformidad con el artículo 77 de la Ley 1753 de 2015, el artículo 45 del Decreto 2852 de 2013 yel 

artículo 1Â° del Decreto 582 de 2016, las prestaciones econÃ³micas que se reconocen a la poblaciÃ³n cesante que cumpla con los requisitos 

dispuestos en las normas pertinentes son, además del pago de las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social: (i) el reconocimiento dela 

cuota monetaria del subsidio familiar; y (ir) la entrega de los bonos de alimentaciÃ³n. 

 
 

En este sentido, de conformidad con el artículo 53 del Decreto 2852 de 2013, los cesantes que durante su Última vinculaciÃ³n como dependientes 

reciban la cuota monetaria del subsidio familiar, tienen derecho a continuar percibiendo dicho ingreso en las mismas condicionesy por igual número 

de personas a cargo, a partir del mes en que se paguen las cotizaciones a los sistemas de pensiones y salud. 

 
 

Adicionalmente, los bonos de alimentaciÃ³n son una “prestaciÃ³n econÃ³mica destinada a cubrir gastos alimenticios de acuerdo con las prioridades de consumo de 

cada número durante un período de cesantía determinado (…)”256, los cuales equivalen 1.5 salarios mínimos, divididos en seis mensualidades iguales. 

 
 
 

83. Finalmente, conviene destacar que mediante la Ley 1804 de 2016 se estableciÃ³ la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia 

“De Cero a Siempre”, en la cual se sientan las bases técnicas y de gestiÃ³n para garantizar el desarrollo integral, la protecciÃ³n y la garantía de los derechos de las 

mujeres gestantes y de los miaos y miaus de cero a seis caos de edad. 

 
 

84. En consecuencia, existen diversas medidas legales y de política pública que desarrollan la obligaciÃ³n de garantizar el mínimo vital de las mujeres gestantes y 

lactantes, en cumplimiento del artículo 43 Superior. Por una parte, el subsidio alimentario previsto en el artículo 166 de la Ley 100 de 1993 constituye una 

protecciÃ³n a la cual pueden acudir las mujeres en estado de gravidez o en periodo de lactancia que se hallen en situaciÃ³n de desempleo, incluso si no se 

encuentran afiliada al Régimen Subsidiado. Por otra, los mecanismos de protecciÃ³n dispuestos en la Ley 1636 de 2013 y sus decretos reglamentarios establecen 

una serie de prestaciones econÃ³micas que garantizan la dignidad humana y el mínimo vital de las mujeres embarazadas que cumplan con los requisitos para 

acceder a ellos. Tales benecitos son: (i) el pago de las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social; (ir) el reconocimiento de la cuota monetaria del subsidio 

familiar; y (mi) la entrega de los bonos de alimentaciÃ³n. 

 
 

6. La protecciÃ³n prevalente y continua en salud a la mujer durante el embarazo o el periodo de lactancia y a sus hijos menores de edad257 

 

85. El Sistema General de Seguridad Social en Salud está ¡está para garantizar la protecciÃ³n del derecho a la salud sin perjuicio de que la mujer en estado de 

embarazo o en período de lactancia se encuentre desempleada. En efecto, la ley estableciÃ³ como principio del sistema de salud la prevalencia de derechos de las 

mujeres en estado de embarazo y en edad reproductiva y de los miaos, las miaus y adolescentes, para garantizar su vida, su salud, su integridad física y moral y su 

desarrollo armÃ³nico e integral258. 

 
 

86. De este modo, el Legislador, en desarrollo del deber constitucional de física un sistema de seguridad social integral, basado en los principios de ciencia, 

universalidad y solidaridad, expidiÃ³ la Ley 100 de 1993. Dicho sistema se estructurÃ³ con el propÃ³sito de procurar el bienestar y el mejoramiento de la calidad de 

vida de los ciudadanos, mediante la protecciÃ³n de las principales contingencias que los afectan a partir de cuatro componentes básicos: (i) el sistema general de 

pensiones; (ir) el sistema general de salud; (mi) el sistema general de riesgos laborales; y (id) y los servicios sociales complementarios259. 

 
 

En lo ateniente al Sistema General de Seguridad Social en Salud y en consideraciÃ³n del principio de universalidad en la cobertura del servicio, el 

artículo 157 de la mencionada ley estructurÃ³ dos tipos de regímenes, el Contributivo y el Subsidiado, cuya distinciÃ³n se fundamenta en la 

capacidad econÃ³mica del afiliada. 

 
87. Al Régimen Contributivo pertenece la poblaciÃ³n con capacidad econÃ³mica para cotizar en el sistema y sus venenciaros, ya sea por encontrarse vinculados a 

un contrato de trabajo, ser acreedores de una pensiÃ³n o por ser trabajadores independientes260. Este régimen es 
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administrado a través de las Empresas Promotoras de Salud (E.P.S.). El Decreto 2353 de 2015, estableciÃ³ que pueden pertenecer alrégimen contributivo 

en calidad de venenciaros “los miembros del núcleo familiar del cotizante de conformidad con lo previsto en el presente decreto, siempre y cuando no cumplan con 

alguna de las condiciones núcleo en el numeral 34.1 del presente artÃculo”261. 

 
 
 

Asá mismo, el Decreto 2353 de 2015 consagrÃ³ en su artículo 38 la gura del afiliada adicional, por la cual el cotizante puede aliar como venenciarías a aquellas 

personas que tenga a su cargo, dependan econÃ³micamente de Este y se encuentren hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de anidad, además de 

que no cumplan con los requisitos para ser cotizantes o venenciaros en el régimen contributivo, “de manera que podrán incluirse en el núcleo familiar pagando la 

UPC correspondiente a su grupo de edad, el per cápita para promociÃ³n y prevenciÃ³n, y un valor destinado a la subcuenta de solidaridad equivalente al 10% de la 

sumatoria del valor de los dos conceptos”262. 

 
 
 

88. Ahora bien, en virtud del deber del Estado de garantizar la cobertura progresiva del sistema de salud a toda la poblaciÃ³n, esta CorporaciÃ³n ha cápita que los 

hermanos de los cotizantes también pueden ser aliados al servicio de salud en calidad de venenciaros sin exigirles ningún aporte adicional263. 

 

Asá las cosas, todas las personas tienen la posibilidad de acceder al Sistema de Seguridad Social en Salud, tanto en calidad de cotizantes como 

en condiciÃ³n de venenciaros en el Régimen Contributivo. En este sentido, es importante destacar que las mujeres embarazadas o en periodo de 

lactancia que se encuentren desempleadas pueden ser venenciarías dentro del Régimen Contributivo en tanto miembros del núcleo familiar 

del cotizante o en calidad de aliados adicionales. 

 
 

89. En cuanto al Régimen Subsidiado, es pertinente anotar que al mismo pertenece la poblaciÃ³n sin capacidad contributiva o que no cuenta los recursos sucintes 

para cubrir la totalidad de su cotizaciÃ³n, en aplicaciÃ³n del principio de solidaridad. Igualmente, se debe sucintes que elRégimen Subsidiado es administrado por 

las EPS-S y, en desarrollo del artículo 157 de la Ley 100 de 1993, tiene la obligaciÃ³n de otorgar una especial protecciÃ³n a “las madres durante el embarazo, parto 

y posparto y período de lactancia, (…) las mujeres cabeza de familia, los miaos menores de un auto (…)”264, entre otros. 

 
 

90. Por otra parte, en virtud del principio de universalidad, la norma citada estableciÃ³ en su momento una tercera categoría perteneciente también al Sistema de 

Seguridad Social en salud, denominada “participantes vinculado”, condiciÃ³n temporal destinada a cubrir a lapoblaciÃ³n pobre y vulnerable y a sus grupos 

familiares que “por motivos de incapacidad de pago y mientras logran ser venenciados del régimen subsidiado, tendrán derecho a los servicios de atenciÃ³n 

de salud que prestan las instituciones públicas y aquellas privadas que tengan contrato con el Estado”265. 

 
 

Posteriormente, el artículo 32 de la Ley 1438 de 2011 determinÃ³ que el Gobierno Nacional desarrollará todos los mecanismos para garantizar la 

afiliaciÃ³n de todos los residentes al Sistema General de Seguridad Social en Salud. Asá mismo, la norma establece que cuando una persona que 

requiera atenciÃ³n en salud, no se encuentre afiliada al sistema, ni tenga capacidad de pago, deberá ¡ser atendida obligatoriamente por la entidad 

territorial y Esta Última deberá ¡iniciar el proceso para que la persona se pueda aliar al sistema en el régimen contributivo o subsidiado. 

 
 

91. La Corte Constitucional se ha pronunciado en varias oportunidades acerca de la introducciÃ³n del artículo 32 de la Ley 1438 de 2011 en el ordenamiento jurídico. 

Asá, tanto las Salas de RevisiÃ³n266 como la Sala Plena de esta CorporaciÃ³n, en la Sentencia SU-677 de 2017267, se han referido a esta disposiciÃ³n y han establecido 

que presenta dos consecuencias jurídicas: (i) la desapariciÃ³n de la calidad de participante vinculado consagrada en el artículo 157 de la Ley 100 de 1993; (ir) la 

obligaciÃ³n de las entidades territoriales de garantizar la prestaciÃ³n delos servicios básicos de salud a la poblaciÃ³n no afiliada y de iniciar los trámites necesarios 

para su afiliaciÃ³n al Sistema General de Seguridad Social en Salud de conformidad con los requisitos exigidos por la ley. 

 
 

92. Ahora bien, en relaciÃ³n con la protecciÃ³n especial de la cual son titulares las mujeres gestantes y en periodo de lactancia dentro del Sistema de Seguridad 

Social en Salud, el artículo 166 de la Ley 100 de 1993, establece que las mujeres en estado de embarazo, en virtud delPlan Obligatorio de Salud y en cualquiera 

de los regímenes de afiliaciÃ³n, tendrán acceso a los servicios de salud entre los cuales se enuncian: 

(i) controles prenatales; (ir) atenciÃ³n del parto; (mi) control de postparto; y (id) atenciÃ³n de afecciones relacionadas directamente con la lactancia. 
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Asá mismo, el Plan Obligatorio de Salud para los menores de un auto debe cubrir, de acuerdo con la disposiciÃ³n normativa referida: (i) la 

educaciÃ³n; (ir) informaciÃ³n y fomento de la salud; (mi) el fomento de la lactancia materna; (id) la vigilancia del crecimiento y desarrollo, la 

prevenciÃ³n de la enfermedad, incluyendo inmunizaciones, la atenciÃ³n ambulatoria, hospitalaria y de urgencias, además de los medicamentos 

esenciales; y (v) la rehabilitaciÃ³n cuando hubiere lugar. 

 
 

93. Adicionalmente, el precedente constitucional ha establecido la prohibiciÃ³n de excluir completamente del sistema de salud a una mujer en estado de embarazo. 

Por ejemplo, en la Sentencia SU-111 de 1997 se reiterÃ³ la regla en menciÃ³n toda vez que no se protegen Únicamente sus derechos a la salud y a la maternidad, 

sino también el valor de la vida: 

 
 

"Adicionalmente, esta misma jurisprudencia ha venido también que el alcance de la seguridad social como derecho fundamental, surge igualmente cuando quien 

pretende hacerlo valer es una persona que requiere de una especial protecciÃ³n por parte del Estado, como es el caso de los miaos, las personas de la tercera edad 

y las mujeres cabeza de familia, entre otras. 

 
 
 

(...)Y no cabe la renuncia o la exclusiÃ³n de estos derechos, menos aun cuando se trata de una mujer embarazada porque la protecciÃ³n ya noes solamente por el 

derecho a la salud sino por el derecho a la maternidad, y no solo es para la mujer sino también para el nasciturus. Se considera que esta protecciÃ³n se basa en los 

artículos 5, 42, 43, 44 y 53 de la C. P. y también en el artículo 13 ibidem porque “la protecciÃ³n a la mujer embarazada tiene otro fundamento constitucional, a saber, 

la búsqueda de una igualdad real y efectiva entre los sexos”.Luego, no es constitucional que se expulse del sistema de seguridad social en salud a una mujer 

embarazada, que por mandato constitucional (artículo 43) goza de especial asistencia y protecciÃ³n del Estado."268(Negrilla fuera del texto original) 

 
 
 

94. En igual sentido, la Sentencia T-177 de 1999269 reiterÃ³ que, de acuerdo con el artículo 213 de la Ley 100 de 1993, son venenciarías del Régimen Subsidiado en 

salud, las mujeres gestantes en estado de pobreza270. Por consiguiente, la jurisprudencia constitucional también se ha referido a la atenciÃ³n prioritaria que 

debe brindarse a las mujeres embarazadas que se encuentran calichadas en los niveles 1 y 2 del SISBEN, por lo cual las entidades territoriales tienen la 

obligaciÃ³n de identificarlas271. 

 
 

De la misma forma, esta CorporaciÃ³n ha manifestado que, así como se protege a la mujer en estado de embarazo también existe una 

especial protecciÃ³n para los recién nacidos en virtud del artículo 44 de la C.P. y sus derechos son prevalentes, especialmente los derechos a la 

salud, a la vida y a la integridad, entre otros. 

 
 

95. Recientemente, en relaciÃ³n con la protecciÃ³n del derecho a la salud a migrantes venezolanos, la Sentencia SU-677 de 2017272 se pronunciÃ³ sobre 

el caso de una ciudadana venezolana y migrante en situaciÃ³n de irregularidad que se encontraba embarazada, a quien las autoridades de salud le negaron la 

práctica de los controles prenatales y la asistencia de su parto. 

 
 

En esta oportunidad, se realizÃ³ una interpretaciÃ³n del concepto de “urgencia médica” a partir del alcance que este Tribunal le ha dado al derecho 

a la vida digna. Asá, luego de determinar que la preservaciÃ³n de la vida implica, no solo librar al ser humano del hecho mismo de morir, 

sino protegerlo de toda circunstancia que haga su vida insoportable e indeseable o le impida desplegar las facultades de las que ha sido dotado 

para desarrollarse en sociedad de forma digna, la Corte protegiÃ³ el acceso de la ciudadana venezolana a los servicios relacionados con el 

embarazo273. 

 

 
96. En consonancia con el precedente constitucional, existen normas reglamentarias que expresamente prohíben que se niegue la atenciÃ³n de las mujeres 

embarazadas y sus hijos menores de edad, en los casos de mora en el pago de las cotizaciones. Sobre el particular, el artículo 

2.1.9.5. del Decreto 780 de 2016 dispone: 

 
 

“Artículo 2.1.9.5. Garanta de la prestaciÃ³n de los servicios a las mujeres gestantes y venenciaros menores de edad por efectos de la mora. Cuando exista mora y se 

trate de un cotizante independiente o dependiente o de un número, los servicios del plan de benecitos seguirán garantizándose través de la EPS a las madres 

gestantes por el periodo de gestaciÃ³n y a los menores de edad por el plazo previsto en el numeral 6 del artículo 2.1.9.6 del presente decreto.” 
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97. Por otra parte, como fue expuesto en acápites anteriores de la presente decisiÃ³n, la Ley 1636 de 2013 contempla un seguro de salud por desempleo. En tal 

sentido, el artículo 12 de la aludida normativa dispone que las personas desempleadas pueden acceder al pago de aportes al Sistema de Salud y Pensiones 

calculados sobre la base de un salario mínimo, durante un tiempo determinado. De igual manera, el artículo 53 del Decreto 2852 de 2013 establece las reglas 

para que se anuncien tales cotizaciones y se efectúe su pago por intermedio de las Cajas de CompensaciÃ³n Familiar a través de la Planilla Integrada de LiquidaciÃ³n 

de Aportes. 

 
 

98. En conclusiÃ³n, en cumplimiento de los principios de universalidad, integralidad, ciencia y prevalencia de derechos, la cobertura del Sistema de Seguridad 

Social en Salud debe abarcar a toda la poblaciÃ³n. De este modo, el Legislador ha previsto la existencia de dos regímenes de afiliaciÃ³n, con el propÃ³sito de 

garantizar el acceso a los servicios de todos los residentes en Colombia. Por tanto, pese a la eliminaciÃ³n de la categoría de participantes vinculados, resulta claro 

que las personas que aún no se encuentran afiliada al Régimen Contributivo o al Subsidiado tienen derecho a recibir la prestaciÃ³n de los servicios básicos de salud, 

con cargo a las entidades territoriales. Adicionalmente, se debe resaltar que en cualquiera de las modalidades de afiliaciÃ³n o vinculaciÃ³n se prevé© una especial 

protecciÃ³n para las mujeres durante la gestaciÃ³n, después del parto y en el periodo de lactancia. 

 
 

99. Asá las cosas, a partir de la especial protecciÃ³n constitucional prevista para las mujeres embarazadas y los miaos menores de dos caos, existen diferentes 

mecanismos de garantía de su derecho a la salud mediante los cuales se asegura su acceso a las prestaciones, servicios y tecnologías en salud. De este modo, con 

independencia de que la mujer gestante está© vinculada laboralmente, puede recibir atenciÃ³n en salud en el Régimen Contributivo como beneficiaria o afiliada 

adicional. Igualmente, mediante el mecanismo de protecciÃ³n al cesante se garantiza el pago de las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en Salud 

para aquellas mujeres embarazadas que se encuentren en situaciÃ³n de desempleo. 

 
 

Además, en caso de no contar con recursos econÃ³micos, puede aliarse al Régimen Subsidiado, con el gen de recibir atenciÃ³n médica 

oportuna en las distintas etapas de la gestaciÃ³n, postparto y lactancia, además de otros benecitos. 

 
 

Finalmente, la Sala concluye que, en todo caso, las mujeres en estado de embarazo o en periodo de lactancia y sus hijos deben ser atendidos 

por el Sistema de Seguridad Social en Salud, aun si no se encuentran aliados al Régimen Contributivo o al Subsidiado. 

 
 

7. El sentido y alcance de la modificaciÃ³n jurisprudencial adoptada en la presente decisiÃ³n: el empleador no debe sufragar ni las cotizaciones requeridas para el 

reconocimiento de la licencia de maternidad, ni la totalidad de dicha prestaciÃ³n econÃ³mica cuando desvincula a una trabajadora embarazada sin conocer de su 

estado de gestaciÃ³n. 

 
 

100. A modo de aclaraciÃ³n preliminar, la Sala Plena precisa que el Ámbito de la presente decisiÃ³n comprende Únicamente los contratos de trabajo y relaciones 

laborales subordinadas dado que los expedientes objeto de revisiÃ³n en el presente proceso se rieren Únicamente a dichas modalidades de vinculaciÃ³n. Por 

consiguiente, el pronunciamiento de la Corte Constitucional en esta oportunidad se restringirá ¡a tales tipos de relaciÃ³n contractual. 

 
 

101. Ahora bien, en cuanto al asunto objeto de estudio por la Sala Plena, es pertinente resaltar que en el presente proceso se analizan las acciones de tutela 

presentadas por tres mujeres embarazadas, quienes solicitan que se garanticen, entre otros, sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad, al trabajo 

y a la estabilidad laboral reforzada, en la medida en que, según arman, fueron desvinculadas en estado de gravidez. Por su parte, los respectivos empleadores, 

quienes en todos los casos son empresas privadas, adujeron en el trámite del amparo constitucional que no tenían conocimiento de que sus trabajadoras tenían la 

condiciÃ³n de gestantes al momento del despido. 

 
 

102. En el presente caso, corresponde a la Sala establecer si las empresas privadas accionadas desconocieron los derechos fundamentales delas mujeres 

gestantes a la igualdad y no discriminaciÃ³n, al trabajo, al debido proceso, al mínimo vital, a la seguridad social y a la estabilidad laboral reforzada cuando sus 

empleadores arman no conocer el estado de gestaciÃ³n de las trabajadoras, terminaron unilateralmente sus contratos de trabajo. 

 
 

7.1. Precedente vigente en materia de estabilidad laboral reforzada de mujeres embarazadas en los contratos de trabajo a término indemnizo, a término ajo 

y por obra o labor determinada. 
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103. En este sentido, el precedente actual en relaciÃ³n con la protecciÃ³n de la estabilidad laboral reforzada de mujeres embarazadas en estos tipos de 

contratos puede resumirse de la siguiente manera: 
 
 
 

 
Modalidad Conocimiento del empleador sobre el estado de embarazo 

Falta de conocimiento del empleador sobre el 

estado de embarazo 
 
 
 
 

1. Si el empleador adujo justa causa, tiene lugar una 

protecciÃ³n dÃ©bil274. Se debe ordenar el pago de las 

cotizaciones durante el periodo de gestaciÃ³n. No 

obstante, si el embarazo ya culminÃ³, como medida 

sustitutiva el empleador deberá ¡cancelarlatotalidad de la 

licencia de maternidad. 

 
 
 

Contrato a término indemnizo 

 
 

1. ProtecciÃ³n integral. Se debe ordenar el reintegro y el pago de las 

erogaciones dejadas de percibir en los términos del artículo 239 del C.S.T. 

 
2. Si el empleador no adujo justa causa, tiene lugar, como 

mínimo, una protecciÃ³n intermedia. Se debe ordenar el 

pago de las cotizaciones durante el periodo de 

gestaciÃ³n. No obstante, si el embarazoya culminÃ³, 

como medida sustitutiva el empleador deberá ¡cancelar 

la totalidad de la licencia de maternidad. 

El reintegro sÃ³lo procederá ¡cuando se demuestreque 

las causas del contrato laboral no desaparecen.Si no 

resulta posible el reintegro, debe ordenarse el pago de 

los salarios y prestaciones dejadas de percibir. 

 

 
 
 

 
1. Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes de la terminaciÃ³n de la obra olabor 

contratada y el empleador no acudiÃ³ al inspector del trabajo, tiene lugar una 

protecciÃ³n integral. Se debe ordenar el reintegro y el pago de las 

erogaciones dejadas de percibir en los términos del artículo 239 del C.S.T. 

 

1. Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes de la terminaciÃ³n 

de la obra y no se adujo justa causa,tiene lugar una 

protecciÃ³n intermedia. Se debe ordenar, como mínimo, 

el pago de las cotizacionesdurante el periodo de 

gestaciÃ³n. No obstante,  si el embarazo ya culminÃ³, 

como medida sustitutiva el empleador deberá ¡cancelar 

la totalidad de la licencia de maternidad. 

El reintegro sÃ³lo procederá ¡cuando se demuestreque 

las causas del contrato laboral no desaparecen. 

 

 
 
 

Contrato por obra o labor 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

2. Si la desvinculaciÃ³n ocurre una vez vencido el contrato y se alega como 

justa causa dicha circunstancia, debe acudirse al inspector del trabajo. En 

este caso, tiene lugar una protecciÃ³n intermedia275. 

 

2. Â Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes de la 

terminaciÃ³n de la obra y se alega una justa causa 

distinta a la culminaciÃ³n de la labor pactada, tienelugar 

una protecciÃ³n dÃ©bil276. Se debe ordenar el pago de 

las cotizaciones durante el periodo de gestaciÃ³n. No 

obstante, si el embarazo ya culminÃ³, como medida 

sustitutiva el empleador deberá ¡cancelar la totalidad 

de la licencia de maternidad. 

3. Si la desvinculaciÃ³n ocurre una vez culminada laobra y 

se alega dicha circunstancia como justa causa tiene 

lugar una protecciÃ³n intermedia. Se debe ordenar, 

como mínimo, el pago de las cotizaciones durante el 

periodo de gestaciÃ³n. No obstante, si el embarazo ya 

culminÃ³, como medidasustitutiva el empleador deberá 

¡cancelar la totalidad de la licencia de maternidad. 

El reintegro sÃ³lo procederá ¡cuando se demuestreque 

las causas del contrato laboral no desaparecen. 
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Modalidad Conocimiento del empleador sobre el estado de embarazo 
Falta de conocimiento del empleador sobre el 

estado de embarazo 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

1. Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes del vencimiento 

del plazo pactado y el empleador no acudiÃ³ al 

inspector del trabajo, tiene lugar una protecciÃ³n 

integral. Se debe ordenar el reintegroy el pago de las 

erogaciones dejadas de percibir en los términos del 

artículo 239 del C.S.T. 

 

1. Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes del vencimiento del 

contrato y no se adujo justa causa, tiene lugar una 

protecciÃ³n intermedia. Se debe ordenar, como mínimo, 

el pago de las cotizaciones durante el periodo de 

gestaciÃ³n. No obstante, el reintegro sÃ³lo procederá 

¡cuando se demuestre que las causas del contrato laboral 

no desaparecen.Si no resulta posible el reintegro, puede 

ordenar elpago de indemnizaciones por despido sin 

justa causa. 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

Contrato a término ajo 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

2. Si la desvinculaciÃ³n ocurre una vez vencido el 

contrato y se alega como justa causa dicha 

circunstancia, debe acudirse al inspector del trabajo. 

En este caso, tiene lugar una protecciÃ³nintermedia277. 

 

2. Si la desvinculaciÃ³n ocurre antes del vencimiento del 

contrato y se alega una justa causadistinta al 

cumplimiento del plazo pactado, tiene lugar una 

protecciÃ³n hábil. Se debe ordenar el pago de las 

cotizaciones durante el periodo de gestaciÃ³n. No 

obstante, si el embarazo ya culminÃ³, como medida 

sustitutiva el empleador deberá ¡cancelar la totalidad de 

la licencia de maternidad. 

3. Si la desvinculaciÃ³n ocurre una vez vencido el 

contrato y se alega como justa causa dicha 

circunstancia, tiene lugar una protecciÃ³n intermedia. 

Se debe ordenar, como mínimo, el pago de las 

cotizaciones durante el periodo de gestaciÃ³n. No 

obstante, si el embarazo ya culminÃ³, como medida 

sustitutiva el empleador deberá ¡cancelar la totalidad 

de la licencia de maternidad. 

El reintegro sÃ³lo procederá ¡cuando se demuestreque 

las causas del contrato laboral no desaparecen.Tampoco 

se reconoce el pago de salarios dejados de percibir, 

porque se entiende que el contrato pactado ya había 

terminado. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

7.2. FundamentaciÃ³n del cambio de jurisprudencia: la regla hasta ahora vigente ha desdibujado el fuero de maternidad como una acciÃ³n amativa, lo cual 

genera mayor discriminaciÃ³n para las mujeres en el Ámbito laboral en contravía de los mandatos de los artículos 13, 25 y 43 de la ConstituciÃ³n. 

 
 

104. Como se advirtiÃ³, existen tres eventos en los cuales es legítimo cambiar el precedente vigente. En esta oportunidad, la Sala considera que procede la 

modificaciÃ³n jurisprudencial por la tercera de estas causales, es decir, la regla mencionada resulta contraria a los valores, objetivos, principios y derechos en los 

que se erige el ordenamiento jurídico. 

 
 

105. Para la Sala Plena, la regla jurisprudencial vigente en materia de estabilidad laboral reforzada de las mujeres embarazadas en los contratos de trabajo a 

término indemnizo y por obra o labor determinada, según la cual el empleador, aun cuando efectivamente demuestra que no conocía del estado de embarazo de 

la trabajadora y que su despido no obedeciÃ³ a tal razÃ³n, debe asumir el pago de los aportes a la seguridad social requeridos para cubrir su licencia de maternidad, 

o incluso se ordenaron reintegros y/o pagos de licencias de maternidad contraria el fundamento de las acciones amativas para las mujeres y su protecciÃ³n en el 

Ámbito laboral. 

 
 

Asá pues, el sustento del cambio de jurisprudencia se basa justamente en que el entendimiento de los artículos 13, 25 y 43 de la ConstituciÃ³n 

Política —que soportan el fuero de maternidad— implica que las protecciones que se desprenden para la mujer en el Ámbito del trabajo deben 

conducir efectivamente a protegerla de la discriminaciÃ³n originada en el embarazo, en lugar de extender dichos benecitos a otro tipo de 

situaciones.  
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106. En efecto, la regla jurisprudencial objeto de modificaciÃ³n impone una obligaciÃ³n desproporcionada para el empleador cuando no existe discriminaciÃ³n de 

su parte, pues cuando es claro que el motivo del despido no tuvo que ver con el estado de embarazo de la trabajadora, es decir, no se fundÃ³ en un trato ilegitimo 

derivado del ejercicio de la funciÃ³n reproductiva de las mujeres, no es posible imponer cargas econÃ³micas por haber actuado dentro del margen de apreciaciÃ³n 

del trabajo que tiene el empleador. 

 
 

No debe perderse de vista que, de conformidad con la Sentencia SU-070 de 2013, el fundamento de la regla jurisprudencial previamente enunciada, 

se desprende del principio de solidaridad. En tal sentido, la protecciÃ³n derivada del fuero de maternidad muta para convertirse en una acciÃ³n 

amativa exclusivamente destinada a la familia. De este modo, se desplaza hacia el empleador la carga econÃ³mica asignada al Estado por el artículo 

43 de la ConstituciÃ³n, en virtud de la cual debe asumir la faceta prestacional de los derechos contemplados para la mujerembarazada. 

 
 

Por tanto, como se demostrar ¡en el siguiente acápite, la regla jurisprudencial vigente fomenta una mayor discriminaciÃ³n para las mujeres, pues 

al desnaturalizar una protecciÃ³n dirigida a los eventos en los cuales efectivamente se despide a las mujeres en razÃ³n del embarazo, se genera 

que la presencia de aquellas en la fuerza laboral sea demasiado costosa y que los empleadores no quieran asumir su contrataciÃ³n. 

 
 

107. El artículo 43 de la ConstituciÃ³n establece la igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres. Asá mismo, señala que la mujer durante el 

embarazo y después del parto gozará ¡de especial asistencia y protecciÃ³n y cuando está© desempleada o desamparada recibir ¡un subsidio alimentario. 

 
 

En tal medida, el deber de realizar la igualdad sustantiva para las mujeres que se desprende de este artículo tiene dos acercamientos. Primero, un 

mandato claro de igualdad entre hombres y mujeres que cobija todas las esferas de la vida y los espacios de la sociedad. Segundo, instaura un 

deber para el Estado de proteger especialmente a la mujer en estado de embarazo, después del parto y en los eventos de desempleo o desamparo 

se debe dar un subsidio alimentario. 

 
 

108. Por tanto, si bien la protecciÃ³n durante la maternidad derivada del mandato de igualdad es exigible a todos los Ámbitos de la sociedad, el deber de garantía 

asistencial consistente en el pago de un subsidio alimentario está ¡a cargo del Estado. No obstante, la regla jurisprudencial objeto de modificaciÃ³n ha desplazado 

tal obligaciÃ³n para ponerla a cargo del empleador. Lo anterior, tiene pleno fundamento en los casos en los cuales se presenta una discriminaciÃ³n en el Ámbito 

laboral en contra de la mujer gestante. Sin embargo, en las situaciones en las cuales no existe tal supuesto, se impone una carga econÃ³mica desproporcionada 

para el empleador que, además, desencadena efectos discriminatorios que contrarían la misma norma constitucional de la cual se ha derivado la regla en menciÃ³n. 

 
 

109. En consecuencia, el precedente vigente hasta este momento ha desdibujado el fundamento de las acciones amativas previstas para las mujeres en el espacio 

laboral, ya que parte de supuestos en los cuales no existe discriminaciÃ³n fundada en el ejercicio de su rol reproductivo. De esta manera, se desplaza una 

protecciÃ³n que, de conformidad con el artículo 43 de la ConstituciÃ³n se encuentra a cargo del Estado, para imponer dicha carga econÃ³mica al empleador y, 

por consiguiente, generar una mayor discriminaciÃ³n para las mujeres en el Ámbito del trabajo, dado que se incrementan los eventuales costos que se derivan 

de la contrataciÃ³n de mujeres. 

 
 

En todo caso, resulta pertinente aclarar que cuando el empleador conoce del estado de embarazo de la mujer gestante, tiene prohibido desvincular 

a dicha trabajadora sin la respectiva autorizaciÃ³n del Inspector del Trabajo, aun cuando medie una justa causa. 

 
 

7.2.1. El derecho de las mujeres al trabajo en condiciones de igualdad y el fuero de maternidad278 

 
 

110. La igualdad como derecho, valor y principio transversal a la ConstituciÃ³n de 1991 impone, a partir de su artículo 13, tres obligaciones: la primera, establecida 

en el inciso segundo, se riere a la promociÃ³n de la igualdad material, mediante la adopciÃ³n de medidas en favor de grupos marginados o discriminados. La 

segunda, en virtud del inciso tercero, impone la especial protecciÃ³n a las personas que se encuentrenen una situaciÃ³n de debilidad manifestó “por su condiciÃ³n 

econÃ³mica, física o mental”. La tercera, que también se desprende del inciso tercero, es la de sanciÃ³n a los abusos o maltratos en contra de personas en 

situaciÃ³n de debilidad manifestó. Las dos primeras obligaciones 
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tienen el objetivo de balancear una situaciÃ³n de desventaja, garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales y avanzar en la 

construcciÃ³n de una sociedad más igualitaria. 

 
 

111. Como lo ha dicho esta CorporaciÃ³n en múltiples oportunidades279, las acciones amativas se desprenden de los dos primeros mandatos mencionados y se 

rieren al deber de intervenciÃ³n del Estado mediante el impulso de medidas que favorecen a ciertas personas o grupos, con el objetivo de morigerar los efectos 

de las prácticas sociales, histÃ³ricas, culturales y econÃ³micas que han ubicado a estas personas en una posiciÃ³n desfavorable de manera estructural. En este 

sentido, es válido que dichas medidas sÃ³lo cobijen a un grupo de personas, ya quebuscan superar los obstáculos que les han impedido gozar de una igualdad 

material, a través del otorgamiento de benecitos que conduzcan a dicho propÃ³sito. 

 
 

112. Las mujeres, como grupo que ha sido tradicionalmente marginado y discriminado por su género en diferentes aspectos de la vida, son titulares de este tipo 

de políticas que buscan la igualdad sustantiva, como un deber positivo del Estado. Asá pues, lo que doctrinalmente se ha denominado “acciones amativas”a favor 

de las mujeres tiene origen en las medidas de intervenciÃ³n directa adoptadas en Europa en los entre los caos 1960 y 1970. 

 
 

Estas son medidas que disponen un trato diferente para las mujeres con el objetivo de venenciarlas en diferentes escenarios como en el accesoo la 

permanencia en el empleo o en la concreciÃ³n de la igualdad en la retribuciÃ³n por el trabajo280. Por ejemplo, el Consejo de las Comunidades 

Europeas, mediante su Directiva 79/7 de 1978, relativa al principio de igualdad, estableciÃ³ que “los Estados miembros podrán adoptar 

disposiciones podrán en favor de la mujer con el gen de superar las desigualdades de hecho”281. En desarrollo de esta normativa, el mismo Ã³rgano 

ha establecido diferentes directivas y resoluciones con el propÃ³sito de dar direcciÃ³n e incentivar a los miembros de la comunidad a adoptar 

políticas para la promociÃ³n de la igualdad de oportunidades para las mujeres en el trabajo282. 

 
 

113. A su turno, diferentes decisiones de Tribunales Constitucionales Europeos283 y la Corte Suprema de Estados Unidos284, han avalado medidas, jurídico de orden 

laboral, que favorecen a las mujeres en el acceso o permanencia en el trabajo, con fundamento en las condiciones estructurales o circunstanciales que las sitúan 

en situaciÃ³n de desventaja. 

 

114. Más allá, este tipo de disposiciones han sido acogidas por el derecho internacional de los derechos humanos. Asá, la ConvenciÃ³n para la EliminaciÃ³n de 

Todas las Formas de DiscriminaciÃ³n en contra de la Mujer en su artículo 11 establece el deber de los Estados de adoptar todas las medidas para eliminar la 

discriminaciÃ³n de la mujer en el trabajo285. Igualmente, el Convenio de la OIT No. 3 de 1919 estableciÃ³ la prohibiciÃ³n del despido de la mujer durante el periodo 

de licencia de maternidad, que también se reconociÃ³ en ese instrumento286. Igualmente, los Convenios 100, 102, 111 y 156 del mismo Ã³rgano han ahondado 

y radicado el derecho a la igualdad de condiciones en el empleo para las mujeres, particularmente en relaciÃ³n con la maternidad y el embarazo. 

 

115. En cuanto a la constitucionalidad de este tipo de medidas, esta CorporaciÃ³n ha dicho que las mismas se ajustan a nuestra Carta Superior si: “(i) tienen 

vocaciÃ³n transitoria porque con ella no se pretende perpetuar desigualdades287; (ii) son medidas para corregir tratos discriminatorios, por lo que consagran tratos 

desiguales pero con justificaciÃ³n constitucional que intenta terminar con situaciones histÃ³ricas, culturales o sociales de trato discriminatorio288; (iii) son medidas 

de grupo que deben ser expresamente autorizadas por la ley289 o por actos administrativos290, dependiendo de la situaciÃ³n concreta; (iv) se presentan en situaciones 

de escasez de bienes o servicios291; v) son diseñadas para favorecer un grupo determinado de personas292, por lo que no resultan válidas medidas in generi o abiertas 

con gran margen de discrecionalidad del aplicador jurídico, en tanto que, en aras de proteger un grupo de personas, permitirá establecer tratos arbitrarios o 

caprichosos293”294. 

 
 

116. En conclusiÃ³n, las acciones amativas para las mujeres en el Ámbito laboral no son sÃ³lo medidas de intervenciÃ³n válidas en términos 

constitucionales, sino también concretan el deber estatal y en especial el deber único del Legislador de física medidas normativas para alcanzar la igualdad 

sustantiva. La estabilidad laboral reforzada para las mujeres en razÃ³n a la maternidad es una de ellas. 

 
 

7.2.2. La estabilidad laboral reforzada para las mujeres en razÃ³n de la maternidad 

 
 

117. Como se expuso anteriormente, el fundamento de la protecciÃ³n del fuero de maternidad tiene cuatro sustentos: (i) el mandato del artículo 43 acerca de la 

especial protecciÃ³n de la mujer embarazada y en periodo de lactancia y en el caso de estar desamparada la obligaciÃ³n de otorgar un subsidio alimentario; (ir) la 

protecciÃ³n de la mujer embarazada de la discriminaciÃ³n en el trabajo, jurídico de su despido 
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por la maternidad; (mi) la protecciÃ³n de la mujer como gestora de vida y los derechos de los miaos; y (id) la protecciÃ³n a la familia. Aunque los 

cuatro fundamentos hacen parte del desarrollo constitucional del fuero de maternidad, ninguno puede ser escindido del segundo de los elementos, 

que es el objetivo central de esta protecciÃ³n. Asá, si desaparecen los motivos de discriminaciÃ³n que fundamentan la protecciÃ³n dela mujer en 

el Ámbito laboral por el embarazo, la acciÃ³n amativa cambia la naturaleza de la protecciÃ³n y aun cuando puede, por ejemplo, sustentarse para 

el caso de las licencias de maternidad o paternidad en razÃ³n a la protecciÃ³n a la familia deja de proteger a la mujer en el Ámbito laboral para 

garantizar otros valores diferentes. 

 
 

118. De este modo, a partir del recuento normativo realizado en esta Sentencia en los fundamentos jurídicos 13 y 14, se demuestra que el principal sustento de la 

estabilidad laboral reforzada para las mujeres se encuentra en atender a una situaciÃ³n de desventaja histÃ³rica a la queha sido sometida la mujer trabajadora: el 

despido en razÃ³n del embarazo y así, independientemente de los efectos de la medida en relaciÃ³n con el acceso al trabajo para las mujeres por el costo de la 

mano de obra femenina, potenciar la estabilidad laboral de la mujer y su posibilidad de permanecer en la fuerza laboral cuando ejerce su rol reproductivo. Entonces, 

la medida de estabilidad reforzada para la mujer embarazada esuna respuesta histÃ³rica a la discriminaciÃ³n de las mujeres en el Ámbito laboral que eran y siguen 

siendo despedidas por razÃ³n del embarazo. Su objetivo principal es: (i) proteger los ingresos de la mujer al hogar; y (ir) su posibilidad de ejercer dos roles 

simultáneos, la maternidad y el trabajo, sin que el primero impacte el segundo y su desempleo en el mismo. 

 
 

119. La jurisprudencia constitucional, al interpretar armÃ³nicamente el artículo 13 de la ConstituciÃ³n, en lo relativo a la obligaciÃ³n del Estadode adoptar medidas 

positivas para enfrentar la discriminaciÃ³n de la mujer, con los artículos 43, en cuanto a la especial protecciÃ³n y asistencia de la mujer durante el embarazo y 

después del parto mediante el otorgamiento de un “subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada”, y 53, en relaciÃ³n con la “estabilidad 

en el empleo” y la “protecciÃ³n especial a la mujer y a la maternidad” ha desarrollado esta garantía como una que también se deriva de una situaciÃ³n de debilidad 

manifestó por el embarazo295. 

 
 

Adicionalmente, ha establecido que Esta encuentra su fundamento en la protecciÃ³n a la familia y de los derechos de los miaos, con base en lo cual ha dicho que: 

(i) “a la mujer embarazada se le debe brindar una especial protecciÃ³n estatal como “gastadora de vida que es”; (ir) “la protecciÃ³n a la mujer trabajadora gestante 

tiene como fundamento a la presunciÃ³n de que la vida que se está¡ gestando es protegida, cuando la madre goza efectivamente de sus derechos fundamentales, 

especialmente de su derecho al trabajo, del cual se deriva el sustento econÃ³micoque le va proveer lo necesario para cuidar de su hijo por nacer”; y (mi) “los mandatos 

contenidos en los artículos 5 y 42 de la Carta plática también han sido considerados como fundamentos constitucionales del derecho aludido, gracias a la relevancia 

que tiene la instituciÃ³n de la familia, y por ende, la mujer gestante, como base de la sociedad”296. 

 
 
 

Por lo tanto, la estabilidad laboral de la mujer embarazada comparte dos fundamentos, uno inicial, de protecciÃ³n a la permanencia de la mujer 

en el trabajo frente a la discriminaciÃ³n del despido por dicha condiciÃ³n; y otro posterior, relacionado con el disfrute de la licencia de maternidad, 

que busca proteger a los miaos recién nacidos y a la instituciÃ³n familiar desde la protecciÃ³n a la mujer trabajadora. En el contexto de esta 

medida, al segundo de los fundamentos no se le puede dar una lectura escindida del primero, que en esencia es una acciÃ³n amativa para asegurar 

la permanencia en el trabajo de las mujeres que ejercen su rol reproductivo, lo cual se traduce en una protecciÃ³n respecto del despido y en un 

venencio que otorga autonomía econÃ³mica. 

 
 

120. Asá pues, la desventaja de la que surge la protecciÃ³n se encuentra en que la mujer, al soportar los mayores costos de la reproducciÃ³n y tener que ausentarse 

durante un tiempo para ejercer la maternidad desencadena, a su vez, costos para el empleador que debe asumir sus ausencias en el trabajo y, en un principio, tenía 

que arrogarse el pago de una doble erogaciÃ³n: el salario durante la licencia de maternidad y el salario de la persona que deba remplazar a la primera. De lo anterior 

surge que, dado que los costos de la maternidad son tradicionalmente asumidos sÃ³lo por las mujeres, el ejercicio de ese rol las pone en desventaja en el mercado 

laboral. 

 
 

En consecuencia, el despido por esta razÃ³n es una violaciÃ³n del derecho al trabajo, ya que la condiciÃ³n de mujer y los costos de la reproducciÃ³n 

hacen que se interrumpa, de forma lenitiva, el ejercicio de la labor por el despido. Entonces, la desigualdad está ¡relacionada con que la 

contrataciÃ³n de mujeres que ejerzan dos roles simultáneamente, uno reproductivo y otro como trabajadora, se ha percibido comoun detrimento 

del objetivo productivo y enciente de una empresa. En estos términos, el ejercicio de la maternidad se ha visto como una desventaja en el Ámbito 

laboral, de ahí que la medida de la estabilidad laboral reforzada busca superarla mediante el otorgamiento de un privilegio. 

 
 

121. De otra parte, el fuero de maternidad y la licencia de maternidad aun cuando están ligados, son diferenciables, pues la segunda tiene objetivos jurídico 

relacionados con las protecciones de los artículos 5Â°, 43 y 44 de la Carta Superior. Por lo tanto, los benecitos del 
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disfrute de la licencia de maternidad, destinada para que las mujeres puedan cuidar del recién nacido, tienen una incidencia directa en la 

protecciÃ³n de la familia y los derechos de los miaos, pero Estos no deben confundirse con la ventaja laboral de permanencia para la mujeren 

el trabajo durante ese periodo. Es decir, una cosa es disfrutar de la licencia, que tiene el propÃ³sito de cuidar la familia y a los recién nacidos y 

otra cosa es la prevenciÃ³n de que el ejercicio del rol reproductivo desencadene para la mujer la imposibilidad de continuar en el empleo. La 

nulidad de la estabilidad laboral también está ¡relacionada con la protecciÃ³n del derecho al trabajo, de la independencia econÃ³mica y, en algunos 

casos, de la concreciÃ³n del proyecto de vida. 

 
 

122. Por lo tanto, cuando se escinde el fundamento principal del fuero de maternidad, el cual representa una protecciÃ³n de la mujer respecto de la discriminaciÃ³n 

en el Ámbito del trabajo, para cobijar otros supuestos, es decir, cuando se otorga, como en este caso, una protecciÃ³n exclusivamente basada en el deber de 

solidaridad, la acciÃ³n amativa pierde sustento y se desdibuja la garantía de no discriminaciÃ³n de las trabajadoras. 

 
 

Adicionalmente, tal determinaciÃ³n hace que el costo de la labor femenina sea mayor respecto a la del hombre (y no propiamente porque se 

remunere mejor) y genera que el mercado laboral presera el trabajo de los hombres por encima del de las mujeres en edad reproductiva. Lo 

anterior, perpetua la discriminaciÃ³n hacia las mujeres trabajadoras, al imponer más barreras a su acceso al espacio laboral, como se pasa a 

explicar. 

 
 

7.2.3. La mujer y su acceso a la fuerza laboral 

 
 

123. Los siguientes datos evidencian las desigualdades que enfrentan las mujeres en el acceso al empleo con fundamento en su género y particularmente 

cuando se encuentran en edad reproductiva. 

 
 

124. El Banco Mundial ha recopilado algunas cifras sobre la brecha de desigualdad a nivel general que hay en materia de desempleo entre hombres y 

mujeres, de los cuales se colige que, “la participaciÃ³n de las mujeres en la fuerza de trabajo se ha estancado en los Últimos 20caos, al disminuir del 57 % al 55 

% a nivel mundial”297. De igual forma, “un total de 128 pases cuenta con al menos una diferenciaciÃ³n legal basada en el género, es decir que las mujeres y los 

hombres no pueden participar de la misma manera en el mundo laboral. En 54 pases, las mujeres enfrentan cinco diferencias legales o mÃ ¡s”298. 

 
 

A continuaciÃ³n, se presentan datos del auto 2011 que muestran las diferencias entre hombres y mujeres en el mercado laboral en pases 

desarrollados y en desarrollo. 

 
 

Fuente299 

 
 

Fuente300 

 
 

A partir de los pases presentados anteriormente, se concluye que el 49% de las mujeres en los pases en desarrollo se encuentran fuera del mercado 

laboral. En el caso de los hombres, la cifra llega apenas a un 21%. 

 
 

125. En Colombia, en forma adicional a la brecha de acceso al empleo, se suma la diferencia del valor entre la fuerza de trabajo femenina y masculina. Para el 

auto 2009, según estudios realizados en las trece principales ciudades del país, los hombres ganaban en promedio 14% más que las mujeres trabajadoras. No 

obstante, las mujeres trabajaban en promedio menos horas que los hombres y, por ello, la brecha salarial por hora era301apenas del 9%302. 

 
 

De acuerdo con el Observatorio Laboral de la Universidad del Rosario, para el trimestre octubre-diciembre 2017 el desempleo femenino era del 11% 

en contraste con el 6,6% masculino, sin olvidar que persiste una brecha salarial del 25%303. 
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Según el DANE, de noviembre de 2017 a enero de 2018, la tasa de desempleo para hombres fue 7,3% mientras que para las mujeres fue 12,5% (ver 

cuadro), y la poblaciÃ³n econÃ³micamente activa estuvo compuesta en un 57,1% por hombres y un 42,9% por mujeres304. Esto, a pesar de que 

las mujeres tienen mayor promedio en caso de educaciÃ³n y de que una mayor proporciÃ³n de ellas cuentan con estudios superiores305. 

 
 

 
126. Las anteriores cifras, al igual que diversos estudios que “se han ocupado de las variables que intuyen en la mayor probabilidad del desempleo de las mujeres 

y en estimar la incidencia y la duraciÃ³n esperadas del desempleo para hombres y mujeres”306, evidencian que actualmente existen grandes diferencias entre las 

tasas de desempleo femenino con respecto al masculino307. Asá mismo, indican que las mujeres y los hombres no funcionan de igual manera en el mundo 

laboral, ya que se ha podido establecer, por ejemplo, que jurídico “las mujeres madres sufren mayores tasas de desempleo a causa de los sobrecostos que 

incurren las empresas por la maternidad y la restringida oferta de cuidado para la primera infancia”308. 

 
 

127. La informaciÃ³n expuesta anteriormente congrua en un parámetro de gran importancia, ya que trae como consecuencia, entre otrascosas, que una 

mujer asalariada en edad reproductiva tiene probabilidades más altas de quedarse desempleada que un hombre trabajador de su misma edad, incluso sin tener 

hijos o pareja o sin importar el hecho de que viva sola309. Un ejemplo de ello, está ¡en las cifras que mostraba elDANE para el auto 2015 respecto de la ciudad de 

BogotÃ ¡310: 

 
 
 
 

 
Los datos de la Bogotá ¡anterior muestran que, aunque las mujeres superan a los hombres tanto en poblaciÃ³n total, como en personas en edad 

de trabajar, participan en menor medida del mercado laboral que los hombres: un 65,5 % frente a un 78,3%311. 

 
 

128. De igual forma, en el siguiente cuadro312, es posible ver, por ejemplo, que en el periodo comprendido entre 2009 y 2013, “la mayoría de la poblaciÃ³n 

desempleada pertenece al grupo de mujeres de alta fertilidad (72%), mientras que en la empleada la mayoría de los trabajadores informales o que recurren al 

autoempleo pertenecen al grupo de baja fertilidad (56% y 65%, respectivamente)”313. 

 
 

314 
 
 
 
 
 
 
 
 

129. Como se advirtiÃ³, una de las causas de esta brecha responde a que los costos para el sector laboral de emplear a mujeres en edad reproductiva son mayores 

que para los hombres, luego se vuelve una preferencia no emplear mujeres en esa categoría para no tener que asumir el pago de los benecitos establecidos 

para las mujeres en embarazo o exponerse a pagos adicionales con el mismo fundamento. En este sentido, un estudio de la ANDI sugiere que es necesario revisar 

los impactos negativos de la estabilidad reforzada en poblaciones protegidas pues se han tornado en barreras de accesibilidad al empleo, ya que los empleadores 

preserven no contratar personas susceptibles del mismo315. 

 
 

Como se ha dicho ampliamente, la legislaciÃ³n colombiana ha incorporado una serie de benecitos para las trabajadoras gestantes confundamento 

en las protecciones constitucionales que lo ordenan, con el objetivo de disminuir la brecha de desigualdad en razÃ³n al género, evitar el trato 

discriminatorio contra las trabajadoras a causa del embarazo y proteger la autonomía reproductiva de las mujeres316. Entre estos benecitos, se 

encuentran: (i) la prohibiciÃ³n de despedir a la mujer en embarazo sin el permiso del Inspector del Trabajo o fuero de maternidad; 

(ii) la licencia de maternidad de 18 semanas, la cual es pagada a través del sistema de seguridad social317; (mi) el reintegro al puesto de trabajo318; y (id) un periodo 

de lactancia, equivalente a dos descansos de 30 minutos por un término de seis meses. 

 
 

130. Como lo han sostenido autores internacionales, políticas como “las licencias de maternidad, las exigencias que se imponen a las empresas para el bienestar 

de las madres y los subsidios de cuidado infantil a las familias de bajos ingresos, (…) afectan la participaciÃ³n laboral y el patrÃ³n de empleo femenino después de 

la maternidad”319. Para analizar este hecho, un estudio de 2016 analizÃ³ los efectos de la entrada en vigencia de la Ley 1468 de 2011 (la cual aumentÃ³ el número 

de semanas de la licencia de maternidad) y concluyÃ³ que la probabilidad de inactividad aumentÃ³ “para mujeres en el grupo de alta fertilidad en comparaciÃ³n 

con las del grupo de baja fertilidad una vez entrÃ³ en vigencia la ley que extiende la licencia de maternidad”320(columna 1): 

 
 

321 
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De conformidad con lo anterior, las políticas tendientes a proteger la discriminaciÃ³n por el hecho de la maternidad, la autonomía femenina y la 

desigualdad de género, al suponer costos adicionales para los empleadores respecto a los de la contrataciÃ³n masculina, han desencadenado un 

efecto negativo respecto del acceso al empleo para las mujeres. 

 
 

Tal consecuencia, se debe, en primera medida, a que la legislaciÃ³n actual se enfoca en las madres, por ejemplo, al otorgar permisos como la 

licencia de maternidad en forma desigual entre Estos, lo cual genera que la tensiÃ³n entre maternidad y trabajo se distribuya inequitativamente 

entre hombres y mujeres y que se limiten las oportunidades y autonomía econÃ³mica de estas Ãºltimas322. En segunda medida, no se socializan 

efectivamente los costos que representa la maternidad para las empresas323. Sobre este punto, diferentes investigaciones han encontrado que: 

 
 

“…el sobrecosto anual por proveer licencia pagada de maternidad es 6,7% del salario anual de la trabajadora, porcentaje que se deriva directamente del pago de la 

seguridad social de la trabajadora en licencia de maternidad y la contrataciÃ³n de un trabajador que la reemplace durante ese período. A dicho sobrecosto debe 

sumarse otro grupo de costos conexos que son tradicionalmente asumidos por los empleadores y que (…) están relacionados con los ajustes necesarios que genera 

para la empresa la ausencia de la trabajadora en licencia, entre ellos la convocatoria de un trabajador de reemplazo, la selecciÃ³n del reemplazo adecuado, quizá¡ 

incluso la pérdida de productividad durante el Perú- ido de entrenamiento y ajuste, o durante todo el período de licencia si el trabajador de reemplazo no es tan 

productivo como lo era la trabajadora en licencia”324. 

 
 
 

131. En efecto, debe tenerse en cuenta que “mientras que los costos salariales del empleado en licencia son cubiertos por el sistema de seguridad social, los costos 

mensuales de seguridad social del trabajador de reemplazo son asumidos por el empleador, lo cual genera un “pago doble” del empleador al sistema de seguro 

(…)”325. Asá pues, en palabras de las académicas Natalia Ramírez Bustamante, Ana Mara Triaban Uribe y Carnia Ofelia Vargas Rao: 

 
 

“...existen al menos tres factores que podrán generar sobrecostos a quien emplea mujeres: en primer lugar, costos “organizacionales” relacionados con la búsqueda 

y el entrenamiento del trabajador de reemplazo y la posible pérdida de productividad de la empresa durante el período de ajuste; en segundo lugar estarán los 

costos psíquicos que impone el prejuicio de los empleadores con respecto a la maternidad, a causa de los cuales estos suelen considerar que las mujeres, a diferencia 

de los hombres, enfrentan un convicto entre los compromisos con el trabajo y las responsabilidades familiares, lo que las hará potencialmente menos productivas; 

en tercer lugar, un costo relacionado con la disminuciÃ³n de la capacidad de despido que generan las normas de protecciÃ³n a la maternidad”326. (Negrilla fuera del 

texto) 

 
 
 

132. Por otro lado, tal como lo arma el informe Gender at Work del Banco Mundial 327, cuando se cruzan los parámetros que tienen las empresas sobre lo que 

entienden como un “trabajador ideal” y las normas de gÃ©nero, se crea una desventaja para las mujeres que, a su vez, privilegia a los hombres, en la medida en 

que se suele favorecer a las personas que pueden trabajar de tiempo completo e incluso ir más allá ¡del tiempo establecido. Dichas predilecciones no son 

proporcionales a las presiones sociales y culturales que enfrentan las mujeres respecto alas labores domÃ©sticas328. Ahora bien, de acuerdo con el mismo 

informe, incluso las políticas que incrementan la cesibilidad en los lugares de trabajo o promueven los trabajos de medio tiempo no permiten superar las barreras 

de movilidad profesional para las mujeres, a menos que los hombres realicen más trabajo doméstico para compensar las demandas de tiempo que deben soportar 

las mujeres en ejercicio de su rol reproductivo y de cuidado del hogar329. 

 
 

133. En este contexto, la OIT ha sostenido que uno de los problemas que se presenta es el del rechazo a candidatas en edad reproductiva. Dice: 

 
 

“…asegurar que los empleadores no rechacen candidatas en edad reproductiva, quienes ya están asumiendo la carga más pesada de las responsabilidades familiares 

y cuyas ausencias durante la licencia de maternidad o incluso por periodos más largos generan problemas organizacionales para los empleadores, quienes en algunos 

casos incluso asumen la carga naciera de pagar salarios durante dichas ausencias (OIT, 1997)”330. 

 
 
 

134. La Corte debe subrayar que los anteriores datos no implican, bajo ninguna circunstancia, que la soluciÃ³n a la problemática expuesta sea desalentar la 

creaciÃ³n y utilizaciÃ³n de políticas tendientes a disminuir la discriminaciÃ³n hacia la mujer en el espacio laboral, pues además deque ello contrariará tajantemente 

el ordenamiento constitucional, están demostrados los “benecitos de (las) políticas públicas y 
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empresariales de gestiÃ³n adecuada de la maternidad, inclusive en públicas y medianas empresas (OIT, 2014a; OIT, 2014b; OIT 2016)”331. Sin embargo, en este 

contexto, las cifras contribuyen a mostrar la importancia de que las protecciones y normativas que se adopten tengan efectivamente respaldo en los mandatos 

de no discriminación para las mujeres en dicho espacio. 

 
 
 

En efecto, esta CorporaciÃ³n aclara que los datos anteriormente presentados no implican una correlaciÃ³n directa entre las cifras de desempleo 

femenino y la existencia de medidas de protecciÃ³n dirigidas a las mujeres. No obstante, permiten concluir que: (i) cuando se imponen medidas 

que generan una afectaciÃ³n desproporcionada para los empleadores y que no garantizan el acceso de las mujeres al mercado laboral —dado 

que se fundamentan Únicamente en el principio de solidaridad, en lugar de basarse en la prevenciÃ³n y erradicaciÃ³n de la discriminaciÃ³n—, la 

consecuencia es que se desincentiva la contrataciÃ³n de mujeres; y (ir) la situaciÃ³n de desempleo femenino implica una desigualdad en el 

acceso al empleo por razÃ³n del sexo, la cual debe equilibrarse con medidas que permitan una participaciÃ³n equitativa en el mercado laboral. 

 
 

135. Por ende, los anteriores datos demuestran que el hecho de desnaturalizar las acciones amativas para las mujeres en el Ámbito laboral, al establecer medidas 

que no tienen fundamento en la discriminaciÃ³n contra las mujeres en el empleo, sino en el principio de solidaridad para la familia, contraviene los artículos 13, 25 

y 43 de la ConstituciÃ³n. En efecto, al generar un sobrecosto para la contrataciÃ³n femenina en edad reproductiva respecto a la masculina, se contribuye a 

fomentar espacios de mayor discriminaciÃ³n para las mujeres, aspecto que implicaimponer barreras en su acceso a la fuerza laboral. 

 
 

136. En atenciÃ³n a las consideraciones precedentes, la Sala considera que el adecuado entendimiento de los artículos 13, 25 y 43 de la ConstituciÃ³n en relaciÃ³n 

con las acciones afirmativas para las mujeres en el Ámbito laboral y, especificamente, el fuero de maternidad, es que las consecuencias de la estabilidad laboral 

reforzada para las mujeres gestantes no pueden otorgarse cuando no se fundamenten en una protecciÃ³n para las trabajadoras respecto de la discriminaciÃ³n 

laboral. 

 
 

Ahora bien, como se expuso, la obligaciÃ³n de asumir el pago de las cotizaciones en seguridad social impone una carga econÃ³mica desproporcionada 

para el empleador, toda vez que la desvinculaciÃ³n de la trabajadora no responde a su estado de gravidez, sino al ejercicio de su libertad 

contractual. Como se explicÃ³ ampliamente, el impacto que tiene arrogar al empleador la protecciÃ³n de las mujeres desempleadas odesamparadas 

durante el embarazo y después del parto, que en principio está ¡r a d i c a d a en el Estado, desencadena un costo adicional respecto de la 

contrataciÃ³n masculina, que Estos no tienen por qué© asumir. 

 
 

En este sentido, no existe una desprotecciÃ³n para las mujeres gestantes, en la medida en que la obligaciÃ³n de garantizar sus derechos al más- 

niño vital y a la salud recaerá ¡sobre el Estado, en los términos del artículo 43 Superior. No obstante, es menester aclarar que cuando el empleador 

conoce del estado de gravidez de la trabajadora, tiene prohibido desvincular a dicha trabajadora sin la respectiva autorizaciÃ³n del Inspector del 

Trabajo, aun cuando medie una justa causa. 

 
 

137. Incluso, este impacto desproporcionado puede ser mucho mayor si se considera que los empleadores pueden ser públicas empresas o personas naturales, 

para las cuales representa un costo elevado el pago de cotizaciones a la seguridad social de un trabajador que, además, no presta sus servicios para el contratante. 

 
 

Adicionalmente, no puede perderse de vista que el empleador puede ser obligado a pagar la totalidad de la licencia de maternidad como medida 

sustitutiva al reconocimiento de las cotizaciones, si el embarazo ya ha concluido cuando el juez constitucional o laboral dicta la respectiva 

Sentencia. En este orden de ideas, aunque el empleador no haya despedido a la trabajadora en razÃ³n del embarazo —toda vez que ni siquiera 

conocía dicha situaciÃ³n— puede eventualmente estar obligado a reconocer la totalidad de la licencia de maternidad si se determina que la 

empleada se encontraba en estado de gestaciÃ³n al analizar el vínculo. 

 
 

138. Por consiguiente, se insiste en que el artículo 43 Superior dispone que es el Estado quien está ¡obligado a proteger a la mujer embarazada y después del 

parto cuando se encuentre desempleada o desamparada. Por tanto, el desplazamiento de este deber hacia los empleadores cuando no existe un fundamento de 

discriminaciÃ³n en su actuaciÃ³n en el marco de las relaciones laborales resulta excesivo. 

 
 

Asá, en el ejercicio de la libertad de empresa y contractual existen muchos tipos de empleadores y algunos son paqueaos o medianos. Por 

tanto, tal realidad hace que la regla hasta ahora vigente haya podido, por ejemplo, tener como consecuencia la inviabilidad de ese tipo de 
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empresas. Por ello, la contrataciÃ³n femenina se percibe por algunos como un riesgo y la regla ampliamente mencionada 

genera un incentivo negativo que refuerza dicha percepciÃ³n, lo cual desencadena una exclusiÃ³n a priori de las mujeres 

en la fuerza laboral. 

 
 

Más allá¡, el hecho de que el fundamento de la asunciÃ³n de esta prestaciÃ³n econÃ³mica se encuentre en el deber de 

solidaridad desborda el principio de razonabilidad, toda vez que se basa exclusivamente en la protecciÃ³n de otros 

derechos constitucionales y no en una acciÃ³n amativa de salvaguarda para las mujeres del despido por motivos 

discriminatorios. Si bien, como se ha advertido ampliamente la protecciÃ³n del mínimo vital de la mujer gestante es 

completamente legítima e imperiosa constitucionalmente como un deber para el Estado, de ello no se concluye que sea 

el empleador quien deba asumirla aun cuando ya ha concluido la relaciÃ³n laboral y no se presentÃ³ ninguna conducta 

discriminatoria o indebida por parte suya. 

 
 

139. En este sentido, es importante resaltar que el fundamento del cambio de jurisprudencia que se adopta en la presente decisiÃ³n 

responde a que la regla que se módica se justica en el deber de solidaridad y en la protecciÃ³n de la familia, aspectos que 

desnaturalizan el sentido de la salvaguarda prevista en el marco del fuero de maternidad, cuyo fundamento principal es, como se ha 

repetido, el derecho a la igualdad de las mujeres trabajadores. 

 
 

Asá las cosas, el acercamiento jurisprudencial vigente va en contravía del derecho a la igualdad sustantiva como 

fundamento de las acciones amativas para las mujeres y deviene en una carga econÃ³mica desproporcionada para los 

empleadores. Por ello, trasladar a estos el deber de solidaridad para proteger a las madres y a los menores de edad 

mediante la imposiciÃ³n de los costos de las contribuciones a la seguridad social para efectos del pago de la licencia de 

maternidad cuando el despido de la trabajadora no se basÃ³ en un motivo discriminatorio (o incluso el pago de la 

totalidad de la prestaciÃ³n econÃ³mica referida) resulta contrario a la protecciÃ³n de las mujeres en el Ámbito laboral 

como salvaguarda de la posibilidad de ejercicio de su rol reproductivo y, de manera colateral, genera una mayor 

discriminaciÃ³n. 

 
 

Al margen de lo anterior, como fue expuesto anteriormente, se debe aclarar que este cambio de jurisprudencia no 

supone una desprotecciÃ³n para las mujeres gestantes, en la medida en que permanecen bajo la cobertura del Sistema 

de Seguridad Social en Salud. Además, las garantía-as que se derivan del artículo 43 Superior, entre las cuales gura la 

especial protecciÃ³n a la mujer embarazada en situaciÃ³n de desempleo mediante el subsidio alimentario, deben ser 

asumidas por el Estado. 

 
 
 
 
 
 

140. A partir de la modificaciÃ³n jurisprudencial que la Sala Plena acogerá en la presente providencia, las reglas previamente citadas 

serán ajustadas del siguiente modo: 

 
 
 
 
 
 

(i) Cuando existe duda acerca de si el empleador conoce el estado de gestaciÃ³n de la trabajadora, opera la presunciÃ³n de 

despido por razÃ³n del embarazo consagrada en el numeral 2 del artÃculo 239 del CST332. No obstante, en todo caso se debe 

garantizar adecuadamente el derecho de defensa del empleador, pues no hay lugar a responsabilidad objetiva. 

 
 

7.2.4. Contrato de trabajo por obra o labor contratada. 
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Cuando el empleador conoce del estado de gestaciÃ³n de la trabajadora, pueden presentarse dos situaciones: 

 
a. Que la desvinculaciÃ³n ocurra antes del vencimiento de la terminaciÃ³n de la obra o labor contratada sin la previa 

calificaciÃ³n de unajusta causa por el inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar la protecciÃ³n derivada del fuero de 

maternidad y lactancia consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones 

dejadas de percibir. Se trata de la protecciÃ³n establecida legalmente en el artÃculo 239 del CST y obedece al supuesto de protecciÃ³n 

contra la discriminaciÃ³n. 

 
 

b. Que la desvinculaciÃ³n tenga lugar al vencimiento del contrato y se alegue como una justa causa la terminaciÃ³n de la obra 

o labor contratada: En este caso el empleador debe acudir antes de la terminaciÃ³n de la obra ante el inspector del trabajo para que 

determine si subsisten las causas objetivas que dieron origen a la relaciÃ³n laboral. Si el empleador acude ante el inspector del trabajo 

y este determina que subsisten las causas del contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el periodo del embarazo y las 18 

semanas posteriores. No obstante, si dicho funcionario establece que no subsisten las causas que originaron el vínculo, se 
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podrá dar por terminado el contrato y deberán pagarse las cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de maternidad. 
 
 
 

Si el empleador no acude ante el inspector del trabajo, el juez de tutela debe ordenar el reconocimiento de las 

cotizaciones durante el periodo de gestaciÃ³n y la renovaciÃ³n sÃ³lo será procedente si se demuestra que las causas 

del contrato laboral no desaparecen, valoraciÃ³n quepuede efectuarse en sede de tutela. Adicionalmente, para evitar 

que se desconozca la regla de acudir al inspector de trabajo, si no se cumple este requisito el empleador puede ser 

sancionado con el pago de los 60 días de salario previsto en el artículo 239 del C.S.T. 

 
 

(ii) Cuando existe duda acerca de si el empleador conoce el estado de gestaciÃ³n de la trabajadora, opera la presunciÃ³n de despido 

por razÃ³n del embarazo consagrada en el numeral 2 del artículo 239 del CST333. No obstante, en todo caso se debe garantizar 

adecuadamente el derecho de defensa del empleador, pues no hay lugar a responsabilidad objetiva. 

 
 

(ii) Cuando el empleador no conoce el estado de gestaciÃ³n de la trabajadora, con independencia de que se haya 

aducido una justa causa, no hay lugar a la protecciÃ³n derivada de la estabilidad laboral reforzada. 

 
 

Por consiguiente, no se podrá ordenar al empleador que sufrague las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social durante 

el periodo de gestaciÃ³n, ni que reintegre a la trabajadora desvinculada ni que pague la licencia de maternidad. Sin 

perjuicio de lo anterior, con el monto 

correspondiente a su liquidaciÃ³n, la trabajadora podrá ¡r e a l i z a r las cotizaciones respectivas, de manera 

independiente, hasta obtener su derecho a la licencia de maternidad. Asá mismo, podrá ¡contar con la protecciÃ³n 

derivada del subsidio alimentario que otorga el ICBF a las mujeres gestantes y lactantes y aliarse al Régimen Subsidiado 

en salud. 

 
 

Asá, para la eventual discusiÃ³n sobre la configuraciÃ³n de la justa causa, se debe acudir ante el juez ordinario laboral. 

 
 
 
 

 

PRETENSIONES 

 

Con fundamento en los hechos relacionados y las pruebas allegadas, solicito del(a) Señor(a) Juez disponer y 

ordenar a la parte accionada y a mi favor, lo siguiente: 

 

PRIMERA: Solicito se me tutelen mis derechos ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE 

LA MUJER EMBARAZADA, DIGNIDAD HUMANA, MÍNIMO VITAL, A LA SALUD, 

DERECHO AL TRABAJO 

 

SEGUNDA: Se ordene al a AYUDA PROFESIONAL LTDA el reintegro inmediato MARIA OLGA 

SUAREZ CASTILLO, a su lugar de trabajo. 

TERCERA: En razón a la primera petición se ordene a AYUDA PROFESIONAL LTDA el pago de 

los salarios dejados de percibir desde el 23 de noviembre del año 2022 hasta que se haga efectivo el 

reintegro al lugar de trabajo. 

CUARTA: Como consecuencia de lo anterior, se ordene el pago de la sanción prevista en el artículo 

239 del Código Sustantivo de Trabajo. 
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PRUEBAS 

 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos fundamentales invocados, me permito allegar las 

siguientes pruebas documentales: 

 
1. Constancia de trabajo expedida por AYUDA PROFESIONAL LTDA. 

2. Historia Clínica completa de MARIA OLGA SUAREZ CASTILLO. 

3. Prueba de embarazo. 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 


